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INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA 
PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE 

LEY ESTATUTARIA NÚMERO 027 DE 2024 
CÁMARA

por medio del cual se modifica la Ley 996 de 
2005, se crea la obligación a los candidatos 
Presidenciales de asistir a debates públicos 

para presentar a la ciudadanía su programa de 
Gobierno y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 28 de agosto de 2024
Honorable Representante
ANA PAOLA GARCÍA SOTO
Presidente
Comisión Primera Constitucional Permanente
Cámara de Representantes
Ciudad
Referencia. Informe de ponencia para primer 

debate del Proyecto de Ley Estatutaria número 027 de 
2024 Cámara, por medio del cual se modifica la Ley 
996 de 2005, se crea la obligación a los candidatos 
Presidenciales de asistir a debates públicos para 
presentar a la ciudadanía su programa de Gobierno 
y se dictan otras disposiciones.

Respetada Presidenta:
En mi calidad de Representante a la Cámara y 

con base en la designación que me hizo la mesa 
directiva de la Comisión Primera de Cámara de 
Representantes mediante Acta número 0141 del 27 
de agosto de 2024, con recibido el 28 de agosto de 
2024, me permito rendir PONENCIA POSITIVA 
para primer debate del Proyecto de Ley Estatutaria 
número 027 de 2024 Cámara, por medio del cual se 
modifica la Ley 996 de 2005, se crea la obligación 

a los candidatos Presidenciales de asistir a debates 
públicos para presentar a la ciudadanía su programa 
de Gobierno y se dictan otras disposiciones, en los 
siguientes términos:

I. ANTECEDENTES Y TRÁMITE 
LEGISLATIVO

El proyecto de ley estatutaria fue inicialmente 
radicado el día cinco (5) de diciembre del año 
2023 ante la Secretaría General de Cámara por el 
Representante David Ricardo Racero Mayorca, el 
cual fue debidamente publicado en la Gaceta del 
Congreso número 1826 de 2023 con el número 328 
de 2023 Cámara.

Mediante Oficio CPCP 3.1-0856-2024, la doctora 
Amparo Yaneth Calderón Perdomo, Secretaria 
de la Comisión I Constitucional de la Cámara de 
Representantes, comunicó sobre la designación 
de ponentes realizada por la mesa directiva de la 
comisión para el Proyecto de Ley Estatutaria número 
328 de 2023 Cámara. Dicho oficio muestra que fue 
designado como ponente único para rendir ponencia 
para primer debate el Representante David Ricardo 
Racero Mayorca. El proyecto no alcanzó a surtir el 
debate por cuestiones de programación.

Luego, el proyecto de ley estatutaria fue radicado 
el día veintidós (22) de Julio del año 2024 ante la 
Secretaría General de Cámara por el Representante 
David Ricardo Racero Mayorca, el cual fue 
debidamente publicado en la Gaceta del Congreso 
número 1065 de 2024 con el número 027 de 2024 
Cámara.

Mediante Oficio CPCP 3.1-0141-2024, la doctora 
Amparo Yaneth Calderón Perdomo, Secretaria 
de la Comisión I Constitucional de la Cámara de 
Representantes, comunicó sobre la designación 
de ponentes realizada por la mesa directiva de la 
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comisión para el Proyecto de Ley Estatutaria número 
027 de 2024 Cámara. Dicho oficio muestra que fue 
designado nuevamente como ponente único para 
rendir ponencia para primer debate el Representante 
David Ricardo Racero Mayorca.

II. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. Objeto del proyecto de ley y su contenido
Este proyecto de ley estatutaria tiene como objeto 

promover la democratización del Estado y aportar 
en la búsqueda de legitimidad de la política con una 
medida orientada a garantizar los derechos políticos 
en la contienda electoral a la Presidencia. En aras que 
los comicios sean un ejercicio abierto, democrático, 
transparente y que de confianza y garantías para que 
la ciudadanía dé su voto verdaderamente informado 
en la elección del cargo más importante del país.

Además, en la necesidad de fomentar la 
participación política y afianzar el sentido de 
responsabilidad ciudadana sobre lo público, es 
esencial este cambio normativo, otorgando una 
mayor garantía de concurrir en las decisiones 
políticas de la nación.

En ese sentido, este proyecto busca establecer 
la obligatoriedad para las y los candidatos a la 
Presidencia de la República de participar en debates 
públicos durante el periodo de campaña, con la 
finalidad de dar a conocer y debatir ante el electorado 
los planes de Gobierno.

En función de ello, el proyecto de ley adiciona un 
Capítulo V (A) a las disposiciones contenidas en la 
Ley 996 del 2005, por medio de la cual se reglamenta 
la elección de Presidente de la República, de 
conformidad con el artículo 152 literal f) de la 
Constitución Política de Colombia, y de acuerdo 
con lo establecido en el Acto Legislativo 02 de 2004, 
y se dictan otras disposiciones, asuntos que ostentan 
reserva de ley estatutaria en los términos del artículo 
152° de la Constitución Política de Colombia.

Este proyecto contiene un total de 6 artículos. 
En los que se plantea: 1) Objeto, 2) Cantidad de 
debates y las fechas en las que se realizarán, 3) 
Emisión y transmisión del debate obligatorio, 4) 
Responsables, reglas y temas, 5) Sanciones para 
las y los candidatos que no participen del debate 
obligatorio, y 6) vigencia y derogatorias.

2. Justificación
2.1. Marco jurídico
El principio democrático, bajo el amparo 

de la Constitución Política de 1991, desarrolla 
una multiplicidad de funciones, dentro de las 
cuales figura aquella consistente en legitimar la 
subsistencia del Estado Social de Derecho. Es decir 
que, la democracia se presenta como un principio 
estructural y valor fundante del orden jurídico, por 
cuanto permite la expresión espontánea y libre de la 
voluntad popular, que a su vez sustenta la existencia 
misma del Estado, en su acepción de nación 
jurídicamente organizada.

En este mismo sentido, se aduce que la esencia 
del preámbulo está estrechamente relacionada con 
la eficacia del derecho de libertad del elector en:

1. Expresar libremente sus preferencias 
respecto de las diferentes opciones; y

2. Concurrir a las urnas, también bajo 
condiciones de plena libertad y autonomía, 
a votar de conformidad con dichas 
preferencias.

Esta libertad cuenta igualmente con desarrollo 
en la normatividad internacional debidamente 
ratificada por Colombia, como lo es el artículo 25 del 
Pacto de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 
23 de la Convención Interamericana establecen que 
es derecho de toda persona votar y ser elegido en 
elecciones periódicas por un sistema de voto secreto 
“que garantice la libre expresión de la voluntad de 
los electores”1.

En palabras de la Corte Constitucional “Sin 
la participación activa de los ciudadanos en el 
Gobierno de los propios asuntos, el Estado se 
expone a una pérdida irrecuperable de legitimidad 
como consecuencia de su inactividad frente a 
las cambiantes y particulares necesidades de los 
diferentes sectores de la sociedad”2.

Resulta a todas luces necesario ofrecer a la 
ciudadanía una diversidad de medios de participación 
política, que tiendan a legitimar la supervivencia 
misma del Estado, como lo sería participar en 
las contiendas electorales de manera realmente 
informada dando así el día de los comicios un voto 
consciente.

2.2. El carácter democrático del Estado y el 
derecho a elegir y ser elegido

El preámbulo de la Constitución Política 
establece como valor fundante del Estado su carácter 
democrático y participativo, lo cual condiciona la 
interpretación del conjunto del sistema normativo, 
esto quiere decir que toda norma jurídica debe 
considerar el respeto a ese marco democrático y 
participativo en tanto el preámbulo constitucional 
posee fuerza vinculante. Esto se traduce, además, 
en el artículo segundo superior que establece que 
se debe facilitar la participación de todos en las 
decisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación.

Una de las formas en que estos principios se 
concretan es el derecho a la participación es la 
conformación, ejercicio y control del poder político, 
que tiene como una de sus manifestaciones el derecho 
a elegir y ser elegido, consagrado en el artículo 40 
constitucional. El derecho a elegir y ser elegido 
es un principio fundamental en las democracias 
y sistemas políticos que buscan la participación 
de los ciudadanos en la toma de decisiones. Este 
derecho se refiere a la capacidad de los individuos 
de participar en la elección de sus representantes y 

1 https://www.oas.org/dil/esp/1969_Convenci%C3%B3n_
Americana_sobre_Derechos_Humanos.pdf 

2 Sentencia C-376 de 2016 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.
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líderes, así como tener la posibilidad de presentarse 
como candidatos para ocupar cargos públicos.

En términos generales, el derecho a elegir 
implica que la ciudadanía tiene el derecho de votar 
en elecciones para seleccionar a sus representantes 
en los distintos niveles de Gobierno, ya sea a nivel 
local, regional o nacional. Por otro lado, el derecho 
a ser elegido significa que cualquier persona que 
cumpla con los requisitos legales puede presentarse 
como candidato a un cargo público y ser considerado 
para ocupar ese puesto, siempre y cuando cuente con 
el respaldo necesario de los votantes. Este derecho 
es esencial para el funcionamiento de los sistemas 
políticos democráticos, donde los ciudadanos 
tienen la oportunidad de influir en la toma de 
decisiones y de elegir a aquellos que consideran 
que los representarán de manera adecuada en las 
instituciones gubernamentales.

Uno de los casos superiores de manifestación de 
este derecho es el relacionado con el derecho a elegir 
Presidente de la República y ser elegido Presidente 
de la República, que tiene derivación en el artículo 
152 constitucional. Este proceso es crucial, ya que se 
trata de una dignidad central en la toma de decisiones 
y la representación del país a nivel nacional e 
internacional. La participación de los ciudadanos en 
la elección del Presidente contribuye a la legitimidad 
del Gobierno y refuerza la idea de que el poder 
político emana del pueblo. Es fundamental que 
estos procesos electorales sean transparentes, justos 
y respeten el principio democrático y participativo 
para garantizar la legitimidad y la representatividad 
del Presidente elegido.

Sin embargo, debe señalarse que el derecho 
político de elegir y ser elegido no se limita 
únicamente a la posibilidad de postularse como 
candidato a una campaña y a ejercer el sufragio 
el día de las elecciones. Se trata de un derecho 
fundamental que lleva inmanente una prerrogativa 
a cargo de todos los ciudadanos de poder ver y/o 
escuchar las ideas que son postuladas por los 
candidatos para el escrutinio público, de forma que 
se conozca su ideología, convicciones, propuestas 
y otros rasgos distintivos, más aún cuando se trata 
de ver y/o escuchar a los candidatos postulados a la 
dignidad que otorga la Presidencia de la República.

Permitir que todos los ciudadanos tengan acceso 
a las ideas y propuestas de los candidatos facilita una 
toma de decisiones informada, promoviendo así la 
transparencia en la contienda electoral y fortaleciendo 
la participación de la ciudadanía en la vida política. 
El derecho a conocer las ideas de los candidatos es 
esencial para el ejercicio de la democracia. Al tener 
acceso a la ideología, convicciones y propuestas 
de los aspirantes a la Presidencia, los ciudadanos 
pueden evaluar de manera crítica y fundamentada las 
opciones disponibles. Esto contribuye a la formación 
de una opinión pública informada, fomentando un 
debate democrático robusto y permitiendo que los 
ciudadanos elijan a sus representantes en función de 
sus valores y expectativas.

La posibilidad de ver y escuchar a los candidatos 
no solo es crucial durante la campaña, sino que 
también establece las bases para un Gobierno 
transparente y responsable. Al conocer las posturas 
y propuestas de los candidatos, los ciudadanos están 
mejor preparados para evaluar el desempeño de los 
líderes electos una vez que están en el cargo. Esto 
contribuye a un sistema de rendición de cuentas, ya 
que los ciudadanos pueden comparar las promesas 
de campaña con las acciones gubernamentales 
y exigir responsabilidad a aquellos que han sido 
elegidos para ocupar cargos públicos.

2.3. La responsabilidad de los candidatos 
frente a los derechos del elector

Los candidatos a la Presidencia de la República 
de Colombia tienen deberes frente a los derechos 
del elector debido a la naturaleza misma de un 
sistema democrático basada en una representación 
responsable:

1)  Al postularse asumen la responsabilidad de 
representar a todos los ciudadanos de manera 
justa e inclusiva;

2)  Tienen el deber de conducir campañas 
electorales transparentes y éticas, 
proporcionando información precisa sobre 
sus plataformas y propuestas para que los 
electores tomen decisiones informadas;

3)  Deben trabajar para garantizar que todos 
los ciudadanos tengan acceso equitativo 
a la participación en el proceso electoral, 
abogando por la eliminación de barreras que 
puedan obstaculizar el ejercicio del derecho 
al voto informado y promover la inclusión 
de todas las voces en el debate público.

En el caso de candidatos a la Presidencia de la 
República que acudan a la segunda vuelta, se trata de 
personas que, aunque ostentan una mera expectativa 
de acceder a la Presidencia de la República, lo 
cierto es que en esta instancia (segunda vuelta 
Presidencial), con seguridad ejercerán un cargo 
público de interés nacional, pues quien quede de 
segundo en las elecciones, podrá tomar posesión 
como senador de la República, conforme lo prevé el 
inciso cuarto del artículo 112 constitucional.

No se trata, entonces, de un simple derecho en 
un solo sentido (a favor del candidato o su partido), 
sino que, por el principio democrático y participativo 
incluido en el preámbulo constitucional, dicha 
prerrogativa lleva implícito un deber y obligación 
de hacer uso de esos derechos frente a los demás 
beneficiarios de dicha prestación, que no son otros que 
los ciudadanos a quienes estos pretenden convencer. 
En otras palabras, los debates Presidenciales son en 
sí mismos considerados, un derecho del candidato 
para exponer sus ideas, pero al mismo tiempo un 
deber frente al conglomerado social.

Aspecto que en las últimas elecciones no se 
ha materializado así, al ser en este momento una 
alternativa para el candidato y no una obligatoriedad 
como lo podemos observar en la siguiente tabla:



Página 4 Jueves, 29 de agosto de 2024 Gaceta del Congreso  1216

Elecciones Candidatos que no participaron en debates 
Presidenciales

2006 Candidato Álvaro Uribe Vélez se negó a participar de 
debates Presidenciales.

2010 Todos los candidatos Presidenciales asistieron a los de-
bates.

2014 Candidato Juan Manuel Santos no asistió a debates Pre-
sidenciales.

2018 Candidato Iván Duque no asistió a debates Presidencia-
les en segunda vuelta.

2022
Candidatos Gustavo Petro y Rodolfo Hernández se au-
sentaron en diferentes ocasiones a debates de segunda 
vuelta.

Tabla 1. Candidatos que no participaron en debates 
Presidenciales. Elaboración propia.

2.4. La responsabilidad de los partidos 
políticos

La calidad de los candidatos no debe valorarse 
como sujetos particulares individualmente 
considerados, sino que representan los deberes 
democráticos y participativos de la organización 
política que avaló y permitió su inscripción en 
las elecciones para Presidente de la República, y 
frente a los cuales, para los fines eminentemente 
democráticos, los ciudadanos están en estado de 
subordinación, porque no intervienen en la toma 
de decisiones que les incumben ni intervienen en la 
elaboración de las propuestas que serán puestas a 
consideración del electorado.

2.5. La campaña electoral y el acceso a medios 
de comunicación

La campaña electoral es definida en el artículo 
segundo de la Ley 996 de 2005 como el conjunto de 
actividades realizadas con el propósito de divulgar 
el proyecto político y obtener apoyo electoral a 
favor de alguno de los candidatos. En un sistema 
democrático como el colombiano, una campaña 
electoral es un proceso organizado y regulado en 
el cual los candidatos y partidos políticos compiten 
para persuadir a los votantes y ganar su apoyo en las 
elecciones. Estas campañas son fundamentales para 
el funcionamiento de la democracia, ya que brindan 
a los ciudadanos la oportunidad de conocer a los 
candidatos, sus propuestas y sus visiones para el país.

En Colombia, las campañas electorales suelen tener 
un período definido que antecede a las elecciones. 
Durante este tiempo, los candidatos buscan promover 
sus ideas, conectarse con los votantes y generar 
apoyo para sus candidaturas. Los candidatos utilizan 
diversos medios de comunicación, como la televisión, 
la radio, los periódicos, las redes sociales y los eventos 
públicos, para difundir sus mensajes. La publicidad 
electoral está regulada por la ley para garantizar la 
equidad y evitar prácticas desleales.

Los ciudadanos participan activamente en la 
campaña, asistiendo a eventos, expresando sus 
opiniones en las redes sociales, y, finalmente, votando 
en el día de las elecciones. La participación ciudadana 
es esencial para el éxito de la democracia y para 
asegurar que los líderes electos reflejen los intereses 
y valores de la población.

En este sentido, la Ley 966 de 2005 en su artículo 
23 establece la regulación referida al acceso a medios 
de comunicación por parte de los candidatos que 
adelanten campaña para ser elegidos como Presidente 
de la República:

Artículo 23. Acceso Al Canal Institucional y la 
Radiodifusora Nacional. Durante el período de 
campaña Presidencial los partidos y movimientos 
políticos con personería jurídica, mantendrán el 
acceso a los medios de comunicación social en 
los términos de la ley de partidos y movimientos 
políticos. Tendrán los mismos derechos de estos, los 
movimientos sociales y los grupos significativos de 
ciudadanos que inscriban candidato a la Presidencia 
de la República en los términos de la presente ley.

Además de los programas de televisión del Canal 
Institucional previstos en la ley, durante la campaña 
Presidencial los partidos o movimientos políticos 
con personería jurídica, los movimientos sociales y 
grupos significativos de ciudadanos que inscriban 
candidato a la Presidencia de la República, tendrán 
derecho a:

1.  Realizar tres (3) debates de hasta sesenta 
(60) minutos cada uno, por parte y a 
petición conjunta de todos los candidatos 
Presidenciales o de algunos de ellos, con las 
reglas y sobre los temas que ellos señalen en 
la petición durante el período de campaña 
Presidencial.

2.  Realizar una intervención de hasta cinco 
(5) minutos por parte de cada candidato, 
dentro de la semana siguiente al inicio de la 
campaña Presidencial, con el fin de presentar 
su programa de Gobierno a los ciudadanos. 
Estas transmisiones se realizarán en enlace 
nacional de todos los canales de televisión y 
estaciones de radio, estatales.

3.  Realizar una intervención de hasta diez 
(10) minutos por parte de cada candidato 
Presidencial, ocho (8) días antes de las 
elecciones a la Presidencia de la República, 
con el fin de presentar a los ciudadanos 
sus palabras de cierre de campaña. Estas 
transmisiones se realizarán en enlace 
nacional de todos los canales de televisión 
y estaciones de radio, estatales. El Consejo 
Nacional Electoral, de acuerdo con sus 
competencias, reglamentará la materia 
dentro de los tres (3) días siguientes al 
cierre de la inscripción de los candidatos a 
la Presidencia de la República.

El Consejo Nacional Electoral mediante 
Resolución asigna y difunde los espacios que 
pueden usar los candidatos Presidenciales dentro de 
los contenidos institucionales en radio y televisión 
nacional, donde se destaca el asignado a los debates 
mencionados en la Ley 966 de 2005.

2.6. Los debates y el voto informado
Si bien los planes de Gobierno se ponen a 

disposición de la ciudadanía en la página web de los 
candidatos, ese mecanismo de comunicación de la 
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plataforma de Gobierno, las propuestas y apuestas 
de los candidatos resulta insuficiente si se piensa en 
el gran número de electores que no tienen acceso a 
internet, o no pueden o no entienden los postulados 
consignados por escritos en esos documentos.

La importancia de la elección Presidencial exige 
respecto de la ciudadanía, garantizar el derecho 
fundamental a participar, como futuro elector, en la 
conformación del poder político, y de esta forma, 
poder asumir con seriedad una posición para el día 
de las elecciones, lo cual demanda la garantía de su 
derecho de acceso a información sobre los programas 
y propuestas que se ponen a su consideración como 
votante, lo cual permite emitir un voto informado.

El voto informado se refiere a la práctica de 
emitir un voto después de haber adquirido un 
conocimiento adecuado sobre los candidatos y sus 
propuestas, y otros aspectos relevantes relacionados 
con el proceso electoral. En lugar de votar de manera 
impulsiva o basándose en información limitada, los 
votantes informados se esfuerzan por obtener una 
comprensión completa de los temas y candidatos 
antes de tomar una decisión.

Algunos elementos clave del voto informado 
incluyen:

a)  Conocimiento de la revisión de las plataformas 
políticas, antecedentes, experiencias previas, 
y cualquier otra información relevante que 
ayude a evaluar la idoneidad para el cargo de 
los candidatos;

b)  Reconocimiento de problemas clave y 
las posturas de los candidatos sobre estos 
problemas y cómo planean abordarlos;

c)  Observación de debates donde los candidatos 
discuten sus puntos de vista y responden 
preguntas, lo cual proporciona una visión 
más directa de las ideas y habilidades de los 
candidatos.

A partir de estos elementos los votantes son 
capaces de evaluar críticamente la información que 
encuentran y se les presenta y de discernir entre 
hechos y opiniones. Están dispuestos a cuestionar 
afirmaciones y a buscar evidencia que respalde 
las promesas y propuestas de los candidatos, lo 
cual redunda en una mejor y mayor participación 
ciudadana y en un interés mayor en el control social 
a la gestión pública.

En sintonía con esta relevancia de la ciudadanía 
en el proceso democrático, en el ordenamiento 
jurídico colombiano se reconoce la necesidad de 
asegurar que la información relevante para la toma 
de decisiones electorales sea accesible a todos. Es así 
como se consagra el derecho de las organizaciones 
políticas a acceder a los medios de comunicación, 
una disposición destinada a facilitar a la ciudadanía 
el conocimiento detallado de los candidatos, sus 
ideologías y propuestas.

Dada la importancia de la elección del Presidente 
de la República en Colombia, se ha considerado 
necesario en el ordenamiento jurídico la necesidad 

de incluir un derecho de acceso a los medios de 
comunicación por parte de las organizaciones 
políticas (partidos políticos, movimientos sociales 
y políticos, grupos significativos de ciudadanos). 
Este derecho tiene implícito un deber frente a la 
ciudadanía de permitirle conocer los candidatos, 
ideas y propuestas, en tanto los candidatos 
representan a las organizaciones políticas que les 
dieron su aval.

Aunque existen múltiples modalidades de 
exposición en los medios de comunicación, el 
intercambio, confrontación y contrastación de ideas 
que genera un debate, no se suple con entrevistas, 
comunicados o avisos en medios de comunicación 
o redes sociales.

3. Acceso ciudadano a los programas de 
Gobierno

3.1. Cobertura de internet en Colombia: la 
más baja de la OCDE

Según la Organización para la Cooperación para 
el Desarrollo Económico (OCDE) Colombia es el 
país miembro con menor cobertura de internet en el 
puesto 38, con el 60,5% de población con acceso a 
este servicio. Esta posición está muy lejos entre los 
países que lideran estos accesos, como es el caso de 
Corea con el 99,9% y Noruega con el 99%.

Imagen 1. Acceso a internet en países de la OCDE. 
Tomado de Diario La República, 2023.

Cabe resaltar que la brecha digital en Colombia 
no solo tiene que ver con el acceso a internet, según 
la OCDE, Colombia es el país con el porcentaje más 
reducido de computadores en los hogares, con 37,2%; 
seguido por Brasil, 39,2%; México, 44,2%; Turquía, 
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50%; y Costa Rica, 52,8%. Además, en Colombia 
la mayoría de los ordenadores se encuentran en las 
zonas urbanas. Bogotá y el Valle del Cauca son las 
zonas con mayor porcentaje de acceso a internet, con 
cifras de 81,5% y 79,0%, respectivamente. Seguidos 
por Risaralda (72,8%); Tolima (67%) y Caldas 
(66,8%). En contraposición, se ubican; Vichada 
(4,6%), Vaupés (10,6%) y Chocó (14,6%).

3.2. RTVC como sistema que alcanza casi la 
totalidad el territorio colombiano

El sistema de medios públicos de Colombia 
RTVC tiene como objeto participar en cualquier 
etapa de la cadena de agregación de valor de 
contenidos multiplataforma de audio, vídeo y/o 
digitales incluidos los relacionados con la memoria 
histórica, para sí mismo o para terceros dentro y fuera 
del territorio nacional; así como ofrecer todos los 
servicios asociados con la comunicación, promoción 
y divulgación, en cualquier plataforma, incluyendo la 
prestación del servicio de asistencia técnica en todos 
aquellos temas en que cuente con la idoneidad y 
experiencia requerida, de acuerdo con lo determinado 
en la ley (Escritura pública 2126 de 2020. Artículo 
4°).

Para ello, dentro de sus actividades se encuentran: 
1) Programar la televisión pública nacional, radio 
pública nacional, en todas las plataformas que se 
dispongan y existan para tal fin; 2) Idear, crear, 
producir y desarrollar directamente o a través de 
terceros cualquier tipo de formato audiovisual, 
sonoro, multiplataforma, y contenidos digitales y/o 
convergentes, para ser transmitidos por sus propias 

plataformas o plataformas de terceros; y 3) Transmitir 
programas educativos, culturales, deportivos, 
recreativos, informativos, de ciencia y tecnología, y 
entretenimiento.

Las marcas de radio y televisión de RTVC: Señal 
Colombia, Canal Institucional, Radio Nacional 
de Colombia, Radiónica y RTVCPlay llegan en 
la actualidad al 96% de la población colombiana. 
Gracias a los esfuerzos del Sistema de Medios 
Públicos para ampliar su cobertura en Televisión 
Digital Terrestre, TDT. De esta manera, RTVC se 
ratifica como el sistema de medios con más cobertura 
en Colombia, siendo la única opción que llega a 
rincones periféricos y apartados del país con su oferta 
de información, entretenimiento y educación.

Adicionalmente, RTVC adelanta la 
implementación del punto 6.5 del Acuerdo de Paz, 
según el cual los municipios más afectados por el 
conflicto armado deben contar con un medio radial 
de comunicación público, neutral y con una gran 
responsabilidad social, por lo que actualmente se han 
puesto al aire 16 Emisoras de Paz, alcanzando el 80% 
de la meta establecida.

4. Derecho comparado
La reglamentación del debate Presidencial no es 

un tema que sea de interés exclusivamente nacional 
o producto del clima de la última elección, es un 
tema de larga tradición y data a nivel mundial. La 
obligatoriedad de asistir a debates no es ajena a la 
tradición latinoamericana, sino cada vez toma más 
fuerza, ejemplo de ello:

País Norma que regula

Brasil

Ley 13488 de 2017
Mínimo de debates obligatorios: 2
Artículo 46. Independientemente de la transmisión de propaganda electoral gratuita en el horario definido 
en esta ley, se permite la transmisión por estación de radio o televisión de debates sobre elecciones may-
oritarias o proporcionales, asegurando la participación de candidatos de partidos con representación en el 
Congreso Nacional de al menos cinco parlamentarios, y el resto se permiten, observándose lo siguiente:
I - en elecciones mayoritarias, la presentación de debates podrá realizarse:
a) conjuntamente, con todos los candidatos para el mismo cargo electo presentes; b) en grupos, con al 
menos tres candidatos presentes;
II - en las elecciones proporcionales, los debates deben organizarse de manera que se asegure la presencia 
de un número equivalente de candidatos de todos los partidos para un mismo cargo electivo y podrán 
desarrollarse durante más de un día, respetando la proporción establecida de hombres y mujeres en § 3 del 
artículo 10 de esta ley; (Redacción dada por la Ley 14.211, de 2021).
III - los debates deben formar parte de un programa previamente establecido y publicado por la emisora, 
siendo la elección del día y del orden de intervención de cada candidato mediante sorteo, salvo acuerdo en 
otro efecto entre los interesados y coaliciones.
1º. Se permitirán los debates sin la presencia de un candidato de un partido, siempre que el medio de comu-
nicación responsable acredite haberlo invitado al menos setenta y dos horas antes del desarrollo del debate.
 2º. Se prohíbe la presencia de un mismo candidato a elecciones proporcionales en más de un debate en 
la misma emisora.
3. El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo somete a la empresa infractora a las sanciones pre-
vistas en el artículo 56.
4° El debate se realizará conforme a las reglas establecidas en un convenio suscrito entre los partidos 
políticos y la persona jurídica interesada en la realización del evento, siendo informado al Tribunal Elec-
toral. (Incluido por la Ley 12.034, de 2009).
 5º Para los debates que tengan lugar en la primera vuelta de las elecciones, se considerarán aprobadas 
las reglas, incluidas las que definen el número de participantes, que obtengan el acuerdo de al menos 2/3 
(dos tercios) de los candidatos elegibles, en el caso de mayoría electoral, y al menos 2/3 (dos tercios) de 
los partidos con candidatos elegibles, en el caso de elecciones proporcionales. (Redacción dada por la Ley 
14.211, de 2021).
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País Norma que regula

México

Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales

Mínimo de debates obligatorios: 2

CAPÍTULO VIII De los Debates artículo 218.

1. El Consejo General organizará dos debates obligatorios entre todos los candidatos a la Presidencia de 
la República y promoverá, a través de los consejos locales y distritales, la celebración de debates entre 
candidatos a senadores y diputados federales.

2. Para la realización de los debates obligatorios, el Consejo General definirá las reglas, fechas y sedes, 
respetando el principio de equidad entre los candidatos.

3. Los debates obligatorios de los candidatos al cargo de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, 
serán transmitidos por las estaciones de radio y televisión de las concesionarias de uso público. Los conce-
sionarios de uso comercial deberán transmitir dichos debates en por lo menos una de sus señales radiodi-
fundidas cuando tengan una cobertura de cincuenta por ciento o más del territorio nacional. Las señales de 
radio y televisión que el Instituto genere para este fin podrán ser utilizadas, en vivo y en forma gratuita, por 
los demás concesionarios de radio y televisión, así como por otros concesionarios de telecomunicaciones. 
El Instituto realizará las gestiones necesarias a fin de propiciar la transmisión de los debates en el mayor 
número posible de estaciones y canales.

4. En los términos que dispongan las leyes de las entidades federativas, los consejos generales de los 
Organismos Públicos Locales, organizarán debates entre todos los candidatos a Gobernador o Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal; y promoverán la celebración de debates entre candidatos a diputados locales, 
Presidentes municipales, Jefes Delegacionales y otros cargos de elección popular, para lo cual las señales 
radiodifundidas que los Organismos Públicos Locales generen para este fin podrán ser utilizadas, en vivo 
y en forma gratuita, por los demás concesionarios de radio y televisión, así como por otros concesionarios 
de telecomunicaciones.

5. En el supuesto del párrafo anterior, los debates de los candidatos a Gobernador y Jefe de Gobierno del 
Distrito Federal, deberán ser transmitidos por las estaciones de radio y televisión de las concesionarias 
locales de uso público, en la entidad federativa de que se trate. El Instituto promoverá la transmisión de 
los debates por parte de otros concesionarios de radiodifusión con cobertura en la entidad federativa que 
corresponda y de telecomunicaciones.

6. Los medios de comunicación nacional y local podrán organizar libremente debates entre candidatos, 
siempre y cuando cumplan con lo siguiente:

a) Se comunique al Instituto o a los institutos locales, según corresponda;

b) Participen por lo menos dos candidatos de la misma elección, y

c) Se establezcan condiciones de equidad en el formato.

7. La transmisión de los debates por los medios de comunicación será gratuita y se llevará a cabo de for-
ma íntegra y sin alterar los contenidos. La no asistencia de uno o más de los candidatos invitados a estos 
debates no será causa para la no realización del mismo.

Uruguay

Ley 19827 de 2019

Mínimo de debates obligatorios: 1

Artículo 1°. Declárase de carácter obligatorio la celebración de un debate entre los candidatos a la Presi-
dencia de la República que, no habiendo logrado la mayoría absoluta de votos requeridos para ser electos 
en la fecha establecida en el numeral 9) del artículo 77 de la Constitución de la República, deban compare-
cer a una segunda elección, tal como lo establece el artículo 151 de la Constitución. El debate se realizará 
de conformidad con los criterios establecidos en la presente ley.

Artículo 2°. El debate que se celebre será transmitido en vivo y en horario central por cadena nacional 
de radio y televisión, de acuerdo con lo establecido por la Ley 19.307, de 29 de diciembre de 2014 y su 
duración no excederá las dos horas. El Servicio de Comunicación Audiovisual Nacional y todo el sistema 
de medios públicos del país dispondrán lo necesario para la producción técnica y transmisión del debate.

Artículo 3°. La organización del debate será competencia de la Corte Electoral, en consulta con la orga-
nización más representativa de los periodistas de los medios de comunicación del país y el sistema de 
medios públicos del Uruguay. La Corte Electoral dispondrá las reglas que lo regirán y procurará hacerlo 
en acuerdo con los participantes y el o los moderadores.

Artículo 4°. El debate deberá observar los principios de trato equitativo e imparcial para con los partici-
pantes, así como garantizar la efectiva exposición e intercambio de posiciones entre estos y los periodistas 
que puedan intervenir, según la modalidad de organización que se disponga.

Artículo 5°. Los candidatos a la Presidencia de la República referidos en el artículo 1° que se nieguen a 
participar del debate no percibirán la contribución del Estado para los gastos de la segunda elección nacio-
nal prevista en el artículo 20 de la Ley 18.485, de 11 de mayo de 2009.
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País Norma que regula

Argentina

Ley 27337 de 2017

Artículo 2°. Incorpórese el artículo 64 quinquies al Capítulo IV bis del Título III del Código Nacional 
Electoral, Ley 19.945 y sus modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 64 quinquies: Obligatoriedad de los debates. Establécese la obligatoriedad de debates preelector-
ales públicos entre candidatos a Presidente de la Nación, con la finalidad de dar a conocer y debatir ante el 
electorado las plataformas electorales de los partidos, frentes o agrupaciones políticas.

Artículo 3°. Incorpórese el artículo 64 sexies al Capítulo IV bis del Título III del Código Nacional Elector-
al, Ley 19.945 y sus modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 64 sexies: Alcance de la obligatoriedad. La obligatoriedad fijada en el artículo anterior comprende 
a todos los candidatos cuyas agrupaciones políticas superen el piso de votos establecido para las elecciones 
primarias abiertas, simultáneas y obligatorias reguladas por la Ley 26.571.

Artículo 4°. Incorpórese el artículo 64 septies al Capítulo IV bis del Título III del Código Nacional Elec-
toral, Ley 19.945 y sus modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 64 septies: Incumplimiento. La Cámara Nacional Electoral convocará a quienes estén obligados 
a participar del debate en los cinco (5) días hábiles posteriores a su proclamación como candidatos, una 
vez superadas las elecciones primarias, a fin de determinar su voluntad de participación en el debate fijado 
por esta ley. Aquellos candidatos que por imperio de lo aquí dispuesto se encuentren obligados a participar 
de los debates y no cumplan con dicha obligación serán sancionados con el no otorgamiento de espacios 
de publicidad audiovisual, establecidos en el Capítulo III bis del Título III de la Ley 26.215, incorporado 
por el artículo 57 de la Ley 26.571. Dichos espacios se repartirán de manera equitativa entre el resto de 
los candidatos participantes. Asimismo, el espacio físico que le hubiera sido asignado al candidato faltante 
permanecerá vacío junto al resto de los participantes, a fin de denotar su ausencia.

Artículo 5: Incorpórese el artículo 64 octies al Capítulo IV bis del Título III del Código Nacional Electoral, 
Ley 19.945 y sus modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 64 octies: Temas a debatir. La Cámara Nacional Electoral, con asesoramiento de organizaciones 
del ámbito académico y de la sociedad civil comprometidas con la promoción de los valores democráticos, 
convocará a los candidatos o representantes de las organizaciones políticas participantes, a una audiencia 
destinada a acordar el reglamento de realización de los debates, los moderadores de los mismos y los 
temas a abordar en cada uno de ellos. En todos los casos, a falta de acuerdo entre las partes, la decisión 
recaerá en la Cámara Nacional Electoral. Los resultados de la audiencia deberán hacerse públicos.

Artículo 6: Incorpórese el artículo 64 nonies al Capítulo IV bis del Título III del Código Nacional Elector-
al, Ley 19.945 y sus modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 64 nonies: Cantidad de Debates y Fechas. Las temáticas mencionadas en el artículo anterior se 
abordarán en dos (2) instancias de debate, uno de los cuales deberá llevarse a cabo en el interior del país, 
en la capital de provincia que determine la Cámara Nacional Electoral. Los debates tendrán lugar dentro 
de los veinte (20) y hasta los siete (7) días anteriores a la fecha de la elección. En caso de que la elección 
Presidencial se decida a través del procedimiento de ballotage, se realizará un debate adicional, con los 
candidatos que accedan a la elección definitoria, el que tendrá lugar dentro de los diez (10) días anteriores 
a la fecha de la elección.

Tabla 2. Derecho comparado de reglamentación de debate Presidencial. Elaboración propia.

obligatoriedad de asistir a estos eventos garantiza 
la exposición de plataformas políticas y promueve 
un ambiente de debate respetuoso y constructivo. 
Al fomentar el diálogo público, se nutre el tejido 
democrático, generando una ciudadanía más crítica 
y comprometida con el devenir político de la nación.

La exposición detallada de propuestas y la 
confrontación de ideas en un formato accesible 
para la población facilita la comprensión de los 
programas políticos y su impacto en la sociedad. 
Este proceso educativo fortalece la capacidad de 
discernimiento de los votantes y, por ende, mejora 
la calidad de las decisiones electorales. Además, la 
participación en debates permite a los candidatos 
presentar sus argumentos de manera más completa 
y detallada que en otros formatos de comunicación 
política. El electorado, al tener acceso a información 
más profunda, puede evaluar de manera más 
precisa la viabilidad y coherencia de las propuestas 

5. Aspectos positivos de la obligatoriedad de 
asistencia a debates Presidenciales

En el marco del fortalecimiento de la democracia 
en Colombia, es imperativo establecer mecanismos 
que fomenten la transparencia y la participación 
ciudadana en el proceso electoral. La obligatoriedad 
de la asistencia de los candidatos Presidenciales a 
debates se erige como una herramienta fundamental 
para que la ciudadanía conozca a fondo las 
propuestas, planes y visiones de aquellos que buscan 
liderar el país. La exposición pública de ideas y la 
confrontación de opiniones en debates proporcionan 
a los votantes una visión más clara de las posturas 
de los candidatos, permitiéndoles tomar decisiones 
informadas y conscientes en el ejercicio de su 
derecho al voto.

Asimismo, la participación en debates 
contribuye a la construcción de una cultura política 
basada en el diálogo y el intercambio de ideas. La 



Gaceta del Congreso  1216 Jueves, 29 de agosto de 2024 Página 9

presentadas. Así, se fomenta un debate público más 
sofisticado y se eleva el nivel de exigencia de la 
ciudadanía hacia sus futuros líderes.

Cuando los líderes políticos se someten a la 
exposición pública y al escrutinio de la ciudadanía, 
se genera un vínculo más estrecho entre los 
representantes y los representados. Esta conexión 
directa reduce la percepción de distancia entre 
los ciudadanos y los líderes políticos, generando 
confianza en las instituciones democráticas. En 
última instancia, la legitimidad institucional se 
consolida cuando los ciudadanos sienten que tienen 
un papel activo y que su voz cuenta en la toma de 
decisiones políticas.

Al promover la participación de distintas voces 
y corrientes ideológicas en un mismo escenario, 
se enriquece el debate público y se amplían las 
perspectivas consideradas en la toma de decisiones. 
Este enfoque inclusivo no solo beneficia a la 
sociedad al garantizar una representación más 
completa de sus intereses, sino que también favorece 
la construcción de consensos y la búsqueda de 
soluciones más equilibradas. La obligatoriedad de 
los debates desalienta prácticas políticas basadas en 
el populismo y la demagogia, ya que los candidatos 
se ven compelidos a sustentar sus propuestas de 
manera argumentada y coherente. Esta exigencia 
contribuye a la formación de un electorado 
más crítico y reflexivo, capaz de discernir entre 
discursos vacíos y propuestas fundamentadas. En 
consecuencia, se promueve un espacio político en 
el que la calidad del discurso y la consistencia de 
las ideas priman sobre estrategias superficiales de 
persuasión.

6. Impacto Fiscal
En lo referente al cumplimento de lo ordenado 

en el artículo 7º de la Ley 819 de 2003, la Corte 
Constitucional en Sentencia C-859 de 2001 y C- 766 
de 2010 ha reiterado que:

“(…) en materia de gasto público, la competencia 
parlamentaria desarrolla el principio superior 
de legalidad del gasto público, según el cual 
corresponde al Congreso, en su condición de órgano 
de representación popular, ordenar las erogaciones 
necesarias para ejecutar los compromisos inherentes 
al Estado Social de Derecho (artículos 150 y 347 
Constitución Política). Sin embargo, el legislador 
primario por vía de excepción, reservó para el 
Ejecutivo la iniciativa legislativa en relación 
con algunos aspectos (artículo 154 Constitución 
Política).

Así las cosas, se debe establecer el costo y la 
fuente presupuestal que respaldará la iniciativa. Sin 
embargo, al respecto de esto la misma Corte señaló 
en la Sentencia C-507 de 2008, que si bien:

“(…) El mencionado artículo 7° de la Ley 819 
de 2003 se erige como una importante herramienta 
tanto para racionalizar el proceso legislativo como 
para promover la aplicación y el cumplimiento de 
las leyes, así como la implementación efectiva de 
las políticas públicas. Pero ello no significa que 

pueda interpretarse que este artículo constituye 
una barrera para que el Congreso ejerza su 
función legislativa o una carga de trámite que 
recaiga sobre el legislativo exclusivamente. (…)” 
(subrayado fuera de texto).

Sin embargo, el constituyente en la Ley 819 de 
2003, lo que busca era garantizar la efectiva puesta 
en marcha de las iniciativas, que no se consigue 
únicamente con la expedición de la ley, la atención a 
la fuente de recursos es clave para lograr la ejecución 
de esta.

Por tanto, al revisar con detenimiento el articulado 
se puede aseverar como él mismo utiliza verbos 
rectores del articulado de carácter facultativo, sin 
imponer o condicionar al Gobierno en relación 
a partidas presupuestales o incorporaciones que 
vulneren su autonomía presupuestal, por tanto, 
este proyecto de ley se enmarca en la competencia 
de iniciativa del gasto que tiene el Congreso, sin 
vulnerar el marco fiscal a mediano plazo.

7. Conflicto de Interés
Con base en el artículo 3º de la Ley 2003 de 2019, 

según el cual el autor del proyecto y los ponentes 
presentan en el cuerpo de la exposición de motivos 
un acápite que describe las circunstancias o eventos 
que podrían generar un conflicto de interés para la 
discusión y votación del proyecto, de acuerdo con 
el artículo 286. Estos serán criterios guías para que 
otros Congresistas tomen una decisión en torno a 
si se encuentran en una causal de impedimento, no 
obstante, otras causales que el Congresista pueda 
encontrar.

A continuación, se pondrán de presente los 
criterios que la Ley 2003 de 2019 contempla para 
hacer el análisis frente a los posibles impedimentos 
que se puedan presentar en razón a un conflicto de 
interés en el ejercicio de la función Congresional, 
entre ellas la legislativa.

“Artículo 1º. El artículo 286 de la Ley 5ª de 1992 
quedará así: (…)

1. Beneficio particular: aquel que otorga 
un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina 
obligaciones a favor del Congresista 
de las que no gozan el resto de los 
ciudadanos. Modifique normas que afecten 
investigaciones penales, disciplinarias, 
fiscales o administrativas a las que se 
encuentre formalmente vinculado.

2. Beneficio actual: aquel que efectivamente 
se configura en las circunstancias presentes 
y existentes al momento en el que el 
Congresista participa de la decisión.

3. Beneficio directo: aquel que se produzca de 
forma específica respecto del Congresista, 
de su cónyuge, compañero o compañera 
permanente, o parientes dentro del segundo 
grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad o primero civil.
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Para todos los efectos se entiende que no hay 
conflicto de interés en las siguientes circunstancias:

a) Cuando el Congresista participe, discuta, 
vote un proyecto de ley o de acto legislativo 
que otorgue beneficios o cargos de carácter 
general, es decir, cuando el interés del 
Congresista coincide o se fusione con los 
intereses de los electores.

b) Cuando el beneficio podría o no configurarse 
para el Congresista en el futuro.

c) Cuando el Congresista participe, discuta 
o vote artículos de proyectos de ley o 
acto legislativo de carácter particular, 
que establezcan sanciones o disminuyan 
beneficios, en el cual, el Congresista tiene 
un interés particular, actual y directo. El voto 
negativo no constituirá conflicto de interés 
cuando mantiene la normatividad vigente.

d) Cuando el Congresista participe, discuta 
o vote artículos de proyectos de ley o acto 
legislativo de carácter particular, que regula 
un sector económico en el cual el Congresista 
tiene un interés particular, actual y directo, 
siempre y cuando no genere beneficio 
particular, directo y actual.

e) Cuando el Congresista participe, discuta 
o vote artículos de proyectos de ley o acto 
legislativo que tratan sobre los sectores 
económicos de quienes fueron financiadores 
de su campaña siempre y cuando no genere 
beneficio particular, directo y actual para el 
Congresista. El Congresista deberá hacer 
saber por escrito que el artículo o proyecto 
beneficia a financiadores de su campaña. 
Dicha manifestación no requerirá discusión 
ni votación.

f) Cuando el Congresista participa en la 
elección de otros servidores públicos 
mediante el voto secreto. Se exceptúan los 
casos en que se presenten inhabilidades 
referidas al parentesco con los candidatos 
(...)”.

De lo anterior y de manera meramente orientativa, 
se considera que para la discusión y aprobación de 
este proyecto de ley no existen circunstancias que 
pudieran dar lugar a un eventual conflicto de interés 
por parte de los honorables Congresistas, pues es 
una iniciativa de carácter general, impersonal y 
abstracta, con lo cual no se materializa una situación 
concreta que permita enmarcar un beneficio 
particular, directo ni actual. En suma, se considera 
que este proyecto se enmarca en lo dispuesto por el 
literal a del artículo primero de la Ley 2003 de 2019 
sobre las hipótesis de cuando se entiende que no hay 
conflicto de interés.

En todo caso, es pertinente aclarar que los 
conflictos de interés son personales y corresponde 
a cada Congresista evaluarlos, pudiendo manifestar 
cuando considere que está inmerso en impedimento.

8.  Conveniencia de la Iniciativa
Por las razones antes expuestas, dejamos 

a consideración de la honorable Cámara de 

Representantes, el texto de este proyecto de ley 
estatutaria, por medio del cual se modifica la Ley 
996 de 2005, se crea la obligación a los candidatos 
Presidenciales de asistir a debates, para presentar a 
la ciudadanía su programa de Gobierno y se dictan 
otras disposiciones.

En razón a que en la actualidad no existe una 
legislación clara en esta materia y al no existir una 
obligación clara y expresa queda facultativo la 
posibilidad de comparecer a debates Presidenciales, 
siendo necesario para garantizar los derechos 
electorales y escenarios deliberativos y participativos 
de los ciudadanos la realización de estos ejercicios 
democráticos de forma obligatoria.

9.  Proposición
Considerando los argumentos expuestos dentro 

del presente informe y en cumplimiento de los 
requisitos establecidos en la Ley 5ª de 1992, 
presento ponencia favorable y en consecuencia, 
solicito a los miembros de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente de la Cámara de 
Representantes, dar primer debate al Proyecto de 
Ley Estatutaria número 027 de 2024 Cámara, por 
medio del cual se modifica la Ley 996 de 2005, se 
crea la obligación a los candidatos Presidenciales 
de asistir a debates públicos para presentar a la 
ciudadanía su programa de Gobierno y se dictan 
otras disposiciones, según el texto propuesto.

Cordialmente,

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA 
NÚMERO 027 DE 2024 CÁMARA

por medio del cual se modifica la Ley 996 de 
2005, se crea la obligación a los candidatos 
Presidenciales de asistir a debates públicos 

para presentar a la ciudadanía su programa de 
Gobierno y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene 

por objeto establecer la obligatoriedad para los 
candidatos a la Presidencia de la República de 
participar en debates públicos durante el periodo de 
campaña, con la finalidad de dar a conocer y debatir 
ante el electorado los programas de Gobierno 
radicados ante la organización electoral o quien 
haga sus veces.
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Artículo 2°. Adiciónese al Título II de la Ley 996 
del 2005 el Capítulo V-A de la “Obligatoriedad de 
los debates en las campañas Presidenciales”, en los 
siguientes términos:

CAPÍTULO V(A)
OBLIGATORIEDAD DE LOS DEBATES 
EN CAMPAÑAS PRESIDENCIALES

Artículo 28 A. Cantidad de Debates y Fechas. 
Será obligatorio para los candidatos a la Presidencia 
de la República reconocidos ante la organización 
electoral o quien haga sus veces, a asistir a mínimo 
un (1) debate durante el periodo de campaña 
Presidencial en la primera vuelta. En caso de que 
se desarrolle segunda vuelta Presidencial, será 
obligatorio para los candidatos que continúen en la 
contienda electoral asistir a mínimo un (1) segundo 
debate. Los debates se realizarán a las 20:00 horas 
el domingo inmediatamente anterior a los comicios 
electorales.

Artículo 3°. Adiciónese al Capítulo V-A el 
artículo 28 B en los siguientes términos:

Artículo 28 B. Emisión. Los debates obligatorios 
serán realizados y emitidos por el Sistema de Medios 
Públicos Radio Televisión Nacional de Colombia 
(RTVC). Además, RTVC coordinará y pondrá a 
disposición de todos los medios de comunicación 
social, públicos y privados del país, las señales 
radiofónicas y televisivas de forma gratuita para 
que estos transmitan obligatoriamente el debate de 
forma simultánea.

La transmisión deberá contar con mecanismos 
de accesibilidad tales como lenguaje de señas, 
subtitulado visible y oculto o los que pudieran 
implementarse en el futuro.

Durante la transmisión del debate Presidencial se 
suspenderá la publicidad electoral en los servicios de 
comunicación audiovisual y los anuncios públicos 
de los actos de Gobierno.

Artículo 4°. Adiciónese al Capítulo V-A el 
artículo 28 C en los siguientes términos:

Artículo 28 C. El Consejo Nacional Electoral 
en coordinación técnica con el Sistema de 
Medios Públicos RTVC, y con asesoramiento 

de organizaciones del ámbito académico y de la 
sociedad civil comprometidas con la promoción 
de los valores democráticos, convocará a los 
candidatos a la Presidencia o representantes de las 
organizaciones o campañas políticas participantes, 
a una audiencia destinada a acordar el reglamento 
de realización de los debates, los moderadores y los 
temas a abordar en cada uno de ellos. En todos los 
casos, a falta de acuerdo entre las partes, la decisión 
recaerá en el Consejo Nacional Electoral. Los 
resultados de la audiencia deberán hacerse públicos.

Artículo 5°. Adiciónese al Capítulo V-A el 
artículo 28 D en los siguientes términos:

Artículo 28 D. Incumplimiento. Aquellos 
candidatos que por imperio de lo aquí dispuesto se 
encuentren obligados a participar de los debates y 
no cumplan con dicha obligación serán objeto de 
sanción, así:

a) Cancelación de espacios en medios de 
comunicación social que usan el espectro 
electromagnético según lo establecido en el 
artículo 22 de la Ley 996 del 2005.

b) Reducción en un 25% de los recursos 
establecidos en el numeral 3 del literal A) del 
artículo 11 de la Ley 996 del 2005.

c) Durante el debate permanecerá vacío el 
espacio físico que le hubiera sido asignado 
al candidato que falte, a fin de denotar su 
ausencia.

Artículo 6°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

* * *

T E X T O S  D E  P L E N A R I A
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 

CÁMARA AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
103 DE 2023 CÁMARA

por medio de la cual se estimula y fomenta la recreación 
como estrategia para promover la visita de sitios 

culturales y turísticos y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. Establecer el último fin de 

semana de cada mes, como el fin de semana de la 
cultura y el turismo local sostenible, responsable 

y comunitario, con el fin de promover la cultura, 
el turismo, la recreación, la unidad familiar, la 
sostenibilidad y competitividad de las actividades 
económicas propias de las regiones.

Parágrafo 1°. La presente ley es aplicable para 
sitios culturales, patrimoniales y turísticos de 
carácter público, obligatoriamente, y privado de 
manera potestativa.

La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
(DIAN) podrá establecer, dentro de los 6 meses 
siguientes a la entrada en vigencia, el beneficio 
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tributario al que podrían acceder los sitios culturales 
y turísticos de carácter privado que decidan adherirse 
a las disposiciones de la presente ley.

Parágrafo 2°. El beneficio es aplicable a la semana 
de receso estudiantil consagrada en el Decreto número 
1373 de 2007 y las demás normas que lo modifiquen, 
adicionen o complementen.

Parágrafo 2°. El Gobierno nacional reglamentará 
las medidas específicas para fomentar el turismo y 
la recreación en los municipios con Programas de 
Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) y las zonas 
más afectadas por el Conflicto Armado (ZOMAC), 
con el fin de promover la reconstrucción social y 
económica de estas regiones.

Artículo 2°. Beneficio. A los sujetos beneficiados 
de la presente ley, les será otorgado un descuento del 
cincuenta por ciento (50%) del valor a cancelar por la 
entrada al sitio de atracción cultural o turística. De igual 
manera, a los beneficiarios de la presente ley les será 
otorgado un descuento del cincuenta por ciento (50%) 
de los valores a cancelar por el acceso a los diferentes 
shows, atracciones y/o eventos que ofrezca el sitio de 
atracción cultural o turística.

Parágrafo 1°. Para los adultos mayores y/o personas 
que sobrepasen los 60 años otorgar el beneficio total 
de exoneración de pago a los servicios que trata la 
presente ley.

Parágrafo 2°. El Gobierno nacional, a través de la 
Superintendencia de Subsidio Familiar, reglamentará 
todo lo relacionado con los beneficios aquí previstos, 
así como, las subvenciones tributarias para no afectar 
las finanzas de las cajas de compensación familiar 
debidamente autorizadas.

Artículo 3°. Ámbito de aplicación. La aplicación 
de la presente ley se extenderá a todo el territorio 
Nacional, e incluirá a los atractivos culturales y 
turísticos adoptados de acuerdo con los artículos 4° y 
5° de la Ley 2068 de 2020 y aquellas que la modifiquen 
y sustituyan.

Parágrafo. Además de las atracciones locales, 
a ningún sitio reconocido como atractivo turístico, 
que haga parte del inventario que deberá elaborar el 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo en el 
marco del parágrafo 2° del artículo 4° de la Ley 2068 
de 2020, le dejará de aplicar la presente ley.

Dentro de dicho inventario se garantizará la 
inclusión de atractivos turísticos que promuevan 
la práctica del etnoturismo, ecoturismo, turismo 
comunitario e iniciativas de turismo barrial en el país, 
conforme con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 
2068 de 2020.

Artículo 4°. Sujetos Beneficiados. El beneficio 
será aplicable a todos y cada uno de los ciudadanos 
colombianos y/o extranjeros que residan en el 
departamento, distrito y/o municipio en el que se 
encuentre ubicada la sede del sitio de atracción cultural 
o turística.

Parágrafo 1°. Para acceder a los beneficios a los 
que se refiere la presente ley, los usuarios deberán 
demostrar que son residentes del departamento, distrito 
y/o municipio en el que se encuentre ubicada la sede 
del sitio de atracción cultural o turística.

Parágrafo 2°. Los distritos y municipios 
reglamentarán en un plazo de seis (6) meses, contados 
a partir de la promulgación de la presente ley, los 
términos y condiciones para demostrar la residencia 
de los beneficiarios de la presente ley, en todo caso, 
mientras se expide la reglamentación de la que trata 
este artículo, la residencia se puede demostrar con un 
recibo de servicio público o declaración extra juicio.

Parágrafo 3°. El beneficio de que trata el presente 
artículo para extranjeros residentes en el territorio 
colombiano, solo será aplicable a los extranjeros 
pertenecientes a la comunidad de países del Mercosur 
y aquellos que se encuentren en proceso de adhesión a 
la comunidad.

Artículo 5°. Las entidades territoriales 
departamentales, distritales y municipales, a través 
de las secretarías de Turismo o quien haga sus veces, 
establecerán mecanismos, acciones y estrategias 
tendientes a promover la visita de sitios culturales 
y turísticos, asegurando la participación activa de 
las comunidades locales en cada etapa del proceso.

Parágrafo. Las entidades territoriales, 
departamentales, distritales y municipales, en 
colaboración con las comunidades locales, formularán 
y establecerán planes para el fortalecimiento del 
turismo comunitario. Dichos planes se desarrollarán 
como estrategias para el desarrollo territorial, la 
preservación de memoria, artes y saberes propios de 
las comunidades locales.

Artículo Nuevo. Mantenimiento y Gestión 
Sostenible. Las entidades territoriales departamentales, 
distritales y municipales deberán desarrollar e 
implementar planes de mantenimiento y gestión 
sostenible para los sitios culturales y turísticos de 
naturaleza pública a los que les sea aplicable la presente 
ley. Estos planes deberán incluir estrategias para la 
preservación de los recursos naturales y culturales, 
la gestión de residuos y el control de la capacidad de 
carga de los sitios.

Parágrafo. El presente artículo aplicará solo a los 
sitios culturales y turísticos de naturaleza pública que 
no estén concesionados.

Artículo Nuevo. Coordinación con el Registro 
Nacional de Turismo. Los prestadores de servicios 
turísticos que hagan parte de los descuentos establecidos 
en la presente ley deberán estar debidamente registrados 
en el Registro Nacional de Turismo (RNT), conforme 
a la normativa vigente.

El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 
en coordinación con las secretarías de Turismo de las 
entidades territoriales, es el responsable de verificar 
y garantizar que los establecimientos beneficiados 
cumplan con los requisitos del RNT.

Artículo 6°. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su publicación y 
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
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Bogotá, D. C., agosto 22 de 2024
En Sesión Plenaria Ordinaria del 5 de agosto 

de 2024, fue aprobado en Segundo Debate, con 
modificaciones, el Texto Definitivo del Proyecto 
de Ley número 103 de 2023 Cámara, por medio 
de la cual se estimula y fomenta la recreación como 
estrategia para promover la visita de sitios culturales 
y turísticos y se dictan otras disposiciones. Esto con 
el fin, que el citado proyecto siga su curso legal y 
reglamentario, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 183 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en Acta de Sesión 
Plenaria Ordinaria número 161 de agosto 5 de 2024, 
previo su anuncio en Sesión Plenaria Ordinaria del 
31 de julio de 2024, correspondiente al Acta número 
160.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 204 DE 2023 CÁMARA

por medio de la cual se establecen medidas para 
dignificar a los cuidadores de personas con 

discapacidad, y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como 

objeto dignificar a las personas con discapacidad y sus 
cuidadores de las diferentes categorías establecidas 
en el manual técnico del registro y certificación 
de discapacidad vigente o el instrumento que 
haga sus veces, para que accedan a programas de 
emprendimiento, vivienda, al sistema de salud, a 
espacios de participación y de planificación de los 
entes territoriales, el uso de nuevas tecnologías y se 
dictan otras disposiciones.

Artículo 2°. Programas y acceso laboral flexible. 
El Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), las 
instituciones de Educación para el Trabajo y el 
Desarrollo Humano y las Instituciones de Educación 
Superior u otras entidades públicas, de conformidad 
con la autonomía universitaria, podrán ofertar cursos 
de capacitación en la modalidad presencial, virtual 
y/o a distancia para los cuidadores, formación en 
conocimientos sanitarios y nociones de enfermería, 

en temas artísticos, psicosociales y de atención y 
cuidado de la salud mental que les permitan elevar 
sus competencias como cuidadoras.

A su vez, en concordancia con lo dispuesto en la 
Ley 1221 de 2008 y el Decreto número 555 de 2022, 
o las disposiciones que las modifique o sustituyan, se 
promoverá y fortalecerá el desarrollo del teletrabajo, 
trabajo en casa o semejantes, asegurando que 
los cuidadores puedan acceder a oportunidades 
laborales flexibles que les permitan conciliar sus 
responsabilidades de cuidado de empleo.

Se certificará a quienes cumplan a cabalidad 
con las exigencias de estos, en concordancia con 
los estándares y lineamientos establecidos por la 
normativa vigente.

Artículo 3°. Derecho a la vivienda de los 
cuidadores de personas con discapacidad. El 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, o 
quien haga sus veces, implementará en un plazo 
máximo de 2 años, los ajustes a sus programas y 
políticas, con el fin de asegurar la asignación de 
puntajes adicionales para priorizar la población 
en situación de discapacidad y sus cuidadores que 
se encuentren en el Registro para la Localización 
y Caracterización de Personas con Discapacidad 
(RLCP y el Registro Nacional de Cuidadores de 
Personas con Discapacidad, para garantizar el 
acceso efectivo a los subsidios en dinero o especie 
y programas de vivienda inclusivos e integrales 
por medio de ajustes locativos a las viviendas y 
adquisición de vivienda nueva y usada, en todo el 
territorio nacional, destinado a dar solución a su 
derecho a vivienda digna de carácter permanente. 
Lo anterior, previo el estricto cumplimiento de los 
demás requisitos exigidos por la norma y por el 
programa específico del cual se trate.

Parágrafo 1°. El cuidador deberá acreditar a la 
fecha de solicitar el beneficio del presente, estar 
registrado en el Registro Nacional de Cuidadores de 
Personas con Discapacidad.

Parágrafo 2°. El beneficio del presente artículo 
solo se podrá recibir una vez.

Parágrafo 3°. Los cuidadores de personas con 
discapacidad que pertenezcan a la tercera edad 
tendrán prelación frente a los programas y beneficios 
de la presente ley.

Parágrafo 4°. El Gobierno nacional, dentro del 
plazo previsto en el presente artículo, diseñará e 
implementará un enfoque diferencial y preferencial 
para los cuidadores de personas con discapacidad 
que habiten o residan en las zonas rurales.

Parágrafo 5°. Lo dispuesto en el presente artículo, 
se reforzará con lo dispuesto en el artículo 12 de la 
Ley 2297 de 2023, o la que la modifique o haga sus 
veces.

Parágrafo 6°. En los municipios del territorio 
nacional, donde no se realicen proyectos de vivienda 
V.I.S. se podrá generar subsidios para compra de 
vivienda usada.
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Artículo 4°. Programas de vivienda no 
prioritaria. Con base en la demanda de vivienda y 
la población que se encuentra en el Registro para 
la Localización y Caracterización de Personas con 
Discapacidad (RLCP), el Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio, en los programas de vivienda no 
prioritaria, procurará que cuenten progresivamente 
con al menos el 5% de unidades habitacionales 
destinadas a personas con discapacidad, facilitando 
la vivienda y mejorando la calidad de vida de las 
y los cuidadores registrados en la base de datos 
establecida en el artículo 3° de la presente ley. En 
caso de no presentarse solicitudes por parte de 
personas con discapacidad o sus cuidadores, o que 
estos no cumplan con los requisitos exigidos por 
el respectivo programa, las viviendas podrán ser 
destinadas a cualquier otro aspirante.

Parágrafo. El Gobierno nacional reglamentará la 
materia dentro de los doce (12) meses siguientes a la 
aprobación de la ley.

Artículo 5°. Programas de actividad física, 
recreación y deporte para cuidadores de personas 
con discapacidad. El Gobierno nacional, a través 
del Ministerio del Deporte, el Ministerio de Salud 
y Protección Social, el Ministerio de Cultura en 
coordinación con el Sistema Nacional de Cuidado 
o quien haga sus veces, el Sistema Nacional 
del Deporte (Comité Paralímpico y Olímpico 
Colombiano, federaciones, ligas paralímpicas, 
organizaciones de y para personas con discapacidad, 
los Entes territoriales del deporte y la recreación), 
junto con, así como con las entidades territoriales 
en el marco de su autonomía, y con el propósito de 
elevar el potencial de los cuidadores, y como una 
apuesta por una vida saludable, desarrollarán un 
plan con enfoque diferencial e intersectorial para 
promover programas recreativos, deportivos y de 
actividad y educación física para que los cuidadores 
de las personas con discapacidad, puedan participar 
en los eventos deportivos con fines competitivos, 
o educativos, o terapéuticos y/o recreativos de esta 
población. Dichos programas deberán elaborarse 
teniendo en cuenta que los cuidadores podrían 
eventualmente asistir a las prácticas deportivas con 
las personas con discapacidad bajo su cuidado.

De igual manera, el Ministerio de Cultura, las 
Artes y los Saberes y las entidades territoriales en 
el marco de su autonomía, fomentarán espacios 
de acceso gratuito a oferta cultural inclusiva para 
las personas en condición de discapacidad y sus 
cuidadores; de igual manera establecerán espacios 
de aprendizaje cultural en diferentes aspectos como 
el teatro, las artes plásticas, la danza, entre otros.

Parágrafo 1°. El plan del que trata este articulo 
deberá garantizar a cabalidad el derecho a la 
participación de cuidadores de personas con 
discapacidad en la vida cultural, en actividades 
recreativas, esparcimiento y deporte, con el fin 
de fortalecer el ámbito técnico que promueva el 
deporte paralímpico, el deporte social comunitario, 
la accesibilidad en actividades deportivas y 
recreativas, entre otras.

Parágrafo 2°. Las entidades responsables de la 
implementación de dicho Plan, incluyendo aquellas 
involucradas en ámbito del cuidado y la educación 
para personas con discapacidad deberán presentar 
informes detallados sobre los avances y resultados 
de sus acciones ante las Comisiones Séptimas 
del Congreso de la República. Dichos informes 
deberán ser entregados de manera anual y contener 
información precisa sobre el cumplimiento de metas 
en materia deportiva.

Artículo 6°. ELIMINADO.
Artículo 7°. Apoyo psicosocial para los 

cuidadores de personas con discapacidad. El 
Ministerio de Salud y Protección Social incluirá en 
el Plan Decenal de Salud Pública, un programa de 
apoyo a la salud mental de los cuidadores.

Los cuidadores de personas con discapacidad 
tendrán prioridad en la asignación de citas de 
psicología y trabajo social en su centro de atención 
en salud correspondiente.

Parágrafo. Lo señalado en el presente artículo 
se realizará en armonía con lo dispuesto en el 
artículo 13 de la Ley 2297 de 2023, o aquella que la 
modifique o haga sus veces.

Artículo 8°. Priorización de entrega de 
herramientas para el cuidado de personas con 
discapacidad y sus cuidadores. El Ministerio de 
Salud y Protección Social priorizará a las personas 
con discapacidad y a sus cuidadores en la entrega de 
herramienta para el cuidado, como medicamentos, y 
demás disposiciones de los médicos tratantes.

Artículo 9°. Espacios gratuitos de televisión 
pública. El Gobierno nacional, a través de la RTVC- 
Sistema de Medios Públicos, destinará espacios 
en los canales nacionales públicos que permitan 
divulgar temáticas relacionadas con la discapacidad. 
Espacios en los cuales participarán las personas con 
discapacidad y sus cuidadores.

Articulo Nuevo. Registro nacional de cuidadores 
de personas con discapacidad. Créase el Registro 
Nacional de Cuidadores de Personas como 
herramienta para la identificación y localización de 
personas que se ocupan de personas en condición 
de discapacidad con el propósito de contribuir al 
reconocimiento, redistribución de la carga asociada 
al cuidado.

El Ministerio de Salud y Protección Social 
en coordinación con las entidades de orden 
departamental y territorial, implementará en el 
término de dos (2) años contados a partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley, los requisitos 
para el registro.

Parágrafo. El Registro Nacional de Cuidadores 
de Personas con Discapacidad se caracterizará por 
ser voluntario, gratuito y contará con un formulario 
disponible en línea para realizar el registro.

Artículo Nuevo. Flexibilización laboral 
para cuidadores de personas con discapacidad. 
Modifíquese el artículo 7° de la Ley 2297 de 
2023, por medio de la cual se establecen medidas 
efectivas y oportunas en beneficio de la autonomía 
de las personas con discapacidad y los cuidadores 
o asistentes personales bajo un enfoque de derechos 
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humanos, biopsicosocial, se incentiva su formación, 
acceso al empleo, emprendimiento, generación 
de ingresos y atención en salud y se dictan otras 
disposiciones, el cual quedará de la siguiente 
manera:

Artículo 7°. FLEXIBILIDAD EN EL 
HORARIO LABORAL. Cuando el cuidador de una 
persona con discapacidad tenga también la calidad 
de trabajador y deba cumplir con un horario laboral, 
tendrá derecho, previo acuerdo con el empleador y 
certificación de su condición de cuidador, podrá a 
gozar de flexibilidad horaria, podrá ser mediante 
trabajo en casa o trabajo remoto, sin desmedro del 
cumplimiento de sus funciones, con el fin de realizar 
sus actividades de cuidado o asistencia personal no 
remunerado.

Parágrafo. El Ministerio del Trabajo ajustará el 
artículo 2.2.1.6.6.7. del Decreto número 555 de 2022, 
por el cual se adiciona la Sección 6 al Capítulo 6 del 
Título 1, Parte 2, Libro 2 del Decreto número 1072 
de 2015, Único Reglamentario del Sector Trabajo, 
y se reglamenta el artículo 17 de la Ley 2069 de 
2020, y la Ley 2121 de 2021 y se regula el trabajo 
remoto”, para que esta disposición aplique para 
todas las personas que certifiquen su condición de 
cuidador, indistintamente si tienen algún parentesco 
con la persona con discapacidad o no.

Artículo Nuevo. Las erogaciones derivadas de 
la aplicación de la presente ley deben sujetarse a 
las disponibilidades existentes tanto en el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo y en el Marco de Gasto de 
Mediano Plazo, de los sectores responsables de su 
cumplimiento.

Artículo Nuevo. Aplicar un beneficio de 
descuento del 50% del valor a cancelar por acceso 
a sitios públicos de atracción cultural o turística 
incluida este beneficio de descuento a los eventos 
como shows, atracciones y/o eventos que oferte el 
sitio de atracción cultural o turística.

Artículo 10. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su promulgación y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Bogotá, D. C., agosto 22 de 2024
En Sesión Plenaria Ordinaria del 15 de agosto 

de 2024, fue aprobado en Segundo Debate, con 
modificaciones, el Texto Definitivo del Proyecto 
de Ley número 204 de 2023 Cámara, por medio 
de la cual se establecen medidas para dignificar a 
los cuidadores de personas con discapacidad, y se 
dictan otras disposiciones. Esto con el fin, que el 
citado proyecto siga su curso legal y reglamentario, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 183 
de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en Acta de Sesión 
Plenaria Ordinaria número 164 de agosto 15 de 
2024, previo su anuncio en Sesión Plenaria Ordinaria 
del 14 de agosto de 2024, correspondiente al Acta 
número 163.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 252 DE 2023 CÁMARA

por medio de la cual se incluye a las juventudes 
rurales en el sistema nacional de reforma 
agraria y desarrollo rural, se garantiza su 

acceso a la tierra, a proyectos productivos, a 
formación académica y técnica, y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

Objeto y definiciones
Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente 

ley es garantizar y priorizar la inclusión de las 
juventudes rurales en el sistema nacional de reforma 
agraria y desarrollo rural, facilitando su acceso a la 
tierra y a proyectos productivos acordes a su plan 
de vida, el capital social campesino y comunitario, 
y a las condiciones de sus territorios; entendiéndose 
que la tierra, la productividad y la inclusión social 
y cultural son factores clave para fortalecer la 
autonomía, el empoderamiento, el reconocimiento 
social y el ejercicio de derechos de las y los jóvenes 
rurales.

Artículo 2°. Definiciones.
Juventud rural. Segmento poblacional de 

escasos recursos y sin tierra o con tierra insuficiente; 
construido socioculturalmente, con un vínculo 
especial de dependencia y apego a la tierra, con 
múltiples relacionamientos culturales, sociales, 
económicos y políticos. En su diversidad se pueden 
encontrar diferentes pertenencias culturales como 
la del campesinado, juventudes étnicas, indígenas, 
negritudes, afrodescendientes, raizales, palenqueras 
y Rom.
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Desarrollo rural. Proceso integrado para el 
mejoramiento de las condiciones de vida de las 
poblaciones asentadas en los territorios rurales, sus 
actividades productivas, producción de alimentos 
en garantía de la soberanía alimentaria, formación 
académica y técnica, fortalecimiento de la sociedad 
civil y la democracia en el campo, equidad entre 
grupos de edad y géneros, con el fin de generar 
procesos ambientalmente sostenibles y de respeto a 
la diversidad étnica y cultural, que contribuya a la 
construcción de la paz estable y duradera y del buen 
vivir. Como objetivo se busca integrar la ruralidad 
del país en el desarrollo de la Nación.

Actividad productiva rural. Una actividad 
productiva rural es aquella que genera utilidad 
económica y social en el ámbito rural, mediante 
labores agropecuarias, forestales, y pesqueras, o con 
el encadenamiento agroproductivo, o a través del 
comercio en cualquiera de las siguientes expresiones 
organizativas: agroturismo, producción de artesanías 
y otros campos de oportunidad, que pueden incluir 
actividades de mercadeo y de producción de bienes 
y servicios en el sector rural, ya sea dentro del marco 
de la economía de mercado o a través de modelos 
económicos alternativos que involucren nuevas 
formas de organización, producción, distribución, 
consumo e intercambio.

CAPÍTULO II
Acceso progresivo a la tierra para jóvenes 

rurales
Artículo 3°. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 

160 de 1994, el cual quedará así:
Artículo 2°. Créase el Sistema Nacional de 

Reforma Agraria y Desarrollo Rural como mecanismo 
obligatorio de planeación, coordinación, ejecución, 
evaluación y seguimiento de las actividades dirigidas 
a la materialización de la reforma agraria y la 
reforma rural integral, desarrollando los mandatos 
y salvaguardas contenidas en el Acuerdo de Paz, 
con el fin de mejorar la calidad de vida, garantizar 
los derechos territoriales y los planes de vida de 
los trabajadores agrarios, y las personas, jóvenes 
rurales, comunidades campesinas, comunidades 
negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras y 
pueblos indígenas y personas víctimas del conflicto 
armado, para proteger y promover la producción de 
alimentos, sus economías propias y consolidar la 
paz con enfoque territorial.

El Sistema Nacional de Reforma Agraria y 
Desarrollo Rural estará conformado por los 
subsistemas que se describen en el artículo 
siguiente y por las entidades cuya misionalidad 
está relacionada con el desarrollo rural y 
representantes de las comunidades campesinas, 
comunidades negras, afrocolombianas, raizales, 
palenqueras y pueblos indígenas, quienes deberán 
obrar con arreglo a las políticas gubernamentales, 
los principios que rigen el régimen agrario y los 
mandatos constitucionales en la materia.

Parágrafo. El Gobierno reglamentará la 
organización y funcionamiento del Sistema 

Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural, 
garantizando la participación activa de los pueblos 
indígenas, comunidades negras, afrocolombianas, 
raizales, palenqueras, campesinas y la consulta 
previa libre e informada cuando proceda.

Las representaciones de las comunidades 
garantizarán la participación paritaria de jóvenes 
rurales en mínimo un 20% de la composición de las 
distintas instancias de participación, incluidas las 
instancias de los artículos 88, 89 y 90 de la presente 
ley; de los cuales al menos el 5% será de jóvenes 
rurales étnicos.

El Gobierno reglamentará la organización y 
funcionamiento del Sistema Nacional de Reforma 
Agraria y Desarrollo Rural Campesino.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 4° de la Ley 
160 de 1994, el cual quedará así:

Artículo 4°. El Sistema se compone de 
ocho subsistemas, con atribuciones y objetivos 
propios, debidamente coordinados entre sí. Su 
planificación deberá considerar las necesidades y 
los intereses específicos de las mujeres campesinas, 
afrocolombianas e indígenas, y de las juventudes 
rurales; así como las garantías de los derechos 
territoriales de los pueblos indígenas y de las 
comunidades negras, afrocolombianas, raizales 
y palenqueras, y comunidades campesinas. Cada 
subsistema será liderado por el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural en conjunto con una 
entidad adicional.

Tales subsistemas son:
1.  De adquisición, adjudicación de tierras y de 

procesos agrarios para la reforma agraria, 
y garantía de derechos territoriales de las 
mujeres campesinas, las juventudes rurales, 
los campesinos, pueblos indígenas y de las 
comunidades negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras, coordinado por la 
Agencia Nacional de Tierras. Las entidades 
territoriales también podrán participar en la 
cofinanciación con la ANT en la compra de 
tierras en favor de quienes sean sujetos de la 
reforma agraria y la reforma rural integral.

2.  De delimitación, constitución y consolidación 
de zonas de reserva campesina, delimitación, 
uso y manejo de playones y sabanas 
comunales y de organización y capacitación 
campesina coordinado por el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural.

3.  De ordenamiento territorial y solución de 
conflictos socioambientales para la reforma 
agraria, respetando el derecho a la objeción 
cultural de los pueblos indígenas, y de las 
comunidades negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras, coordinado por 
el Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural.

4.  De acceso a derechos y servicios sociales 
básicos, infraestructura física, y adecuación 
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de tierras, coordinado por la entidad que la 
Presidencia de la República designe.

5.  De investigación, asistencia técnica, 
capacitación, transferencia de tecnología 
y diversificación de cultivos coordinado 
por el Ministerio de Ciencia, Tecnología e 
Innovación.

6.  De estímulo a la economía campesina, 
familiar, comunitaria, de las economías 
propias indígenas y de las economías de 
las comunidades negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras, comercialización y 
fomento agroindustrial, coordinado por el 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.

7.  De crédito agropecuario y gestión de riesgos, 
coordinado por el Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural.

8.  De delimitación, constitución y consolidación 
de territorios indígenas y de territorios 
colectivos de comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueras, 
delimitación, uso, manejo y goce de los 
mismos, y fortalecimiento de la formación 
desde los saberes propios, coordinado por 
el Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural. Para los fines del artículo 43 de esta 
ley, podrá contratarse con las estructuras 
propias de Gobierno indígena de acuerdo 
con la normatividad vigente.

En desarrollo de los planes, programas y 
actividades de los subsistemas a que se refiere este 
artículo, el Gobierno garantizará la participación, 
la concertación y el diálogo social con los distintos 
actores presentes en los territorios priorizados por 
la Reforma Rural Integral.

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
podrá convocar a las sesiones de los subsistemas a 
entidades que no los integran de manera permanente, 
a los representantes de los pueblos indígenas y a los 
representantes de los gremios del sector cuando se 
considere relevante su participación.

Parágrafo 1°. Lo establecido en el presente 
artículo se aplicará en armonía con las disposiciones 
establecidas en la normatividad civil vigente.

Parágrafo 2°. Para efectos de lo dispuesto en 
los numerales 5 y 6, con el fin de garantizar la 
participación de las juventudes rurales, se entenderá 
por joven a las personas desde los catorce (14) años.

Artículo 5°. Modifíquese el título y los numerales 
7 y 9 del artículo 12 de la Ley 160 de 1994, el cual 
quedará así:

Son funciones de la Agencia Nacional de Tierras 
o quien haga sus veces:

7.  Otorgar subsidios directos que permitan 
la adquisición de tierras a los hombres y mujeres 
campesinos de escasos recursos que no la posean, 
a los minifundistas, a las juventudes rurales de 
escasos recursos y sin tierra o con tierra insuficiente, 
a los beneficiarios de los programas especiales 
que establezca el Gobierno nacional, a los jóvenes 

víctimas del conflicto armado, a mujeres campesinas 
jefes de hogar y a las que se encuentren en estado 
de desprotección social y económica por causa de 
la violencia, el abandono o la viudez y carezcan de 
tierra propia o suficiente, de conformidad con lo 
establecido en el Capítulo IV de esta ley.

9.  Realizar directamente programas de 
adquisición de tierras mediante negociación 
directa con los propietarios que las enajenen en la 
forma prevista en el Capítulo VI de esta ley, para 
redistribuirlas en favor de los hombres y mujeres 
campesinos de escasos recursos, los minifundistas, 
juventudes rurales de escasos recursos y sin tierra 
o con tierra insuficiente, comunidades indígenas, a 
los beneficiarios de los programas especiales que 
establezca el Gobierno nacional, a los jóvenes 
víctimas del conflicto armado, a los habitantes 
de regiones afectadas por calamidades públicas, 
mujeres campesinas jefes de hogar, o solas por 
causa de violencia, abandono o viudez y para 
reubicar ocupantes de zonas que deban someterse a 
un manejo especial o de interés ecológico.

Artículo 6°. Adiciónese el literal e) al artículo 31 
de la Ley 160 de 1994, el cual quedará así:

Artículo 31. Modificado por el artículo 27 de la 
Ley 1151 de 2007.

La Agencia Nacional de Tierras, o la entidad 
que haga sus veces, podrá adquirir mediante 
negociación directa o decretar la expropiación 
de predios, mejoras rurales y servidumbres de 
propiedad privada o que hagan parte del patrimonio 
de entidades de derecho público, con el objeto de 
dar cumplimiento a los fines de interés social y 
utilidad pública definidos en esta ley, únicamente en 
los siguientes casos:

a)  Para las comunidades indígenas, 
afrocolombianas y demás minorías étnicas 
que no las posean, o cuando la superficie 
donde estuviesen establecidas fuere 
insuficiente;

b)  Dotar de tierras a los campesinos habitantes 
de regiones afectadas por calamidades 
públicas naturales sobrevivientes;

c)  Para beneficiar a los campesinos, personas o 
entidades respecto de las cuales el Gobierno 
nacional establezca programas especiales 
de dotación de tierras o zonas de manejo 
especial o que sean de interés ecológico.

d)  Para beneficiar a mujeres rurales y 
campesinas de conformidad con el 
diagnóstico y priorización que realice el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural en coordinación con el Ministerio 
de Igualdad y Equidad. El Programa de 
adjudicación para mujeres rurales aquí 
dispuesto deberá ser objeto de evaluación 
permanente para determinar la asignación 
de recursos necesarios para su ejecución, 
de modo que se mantenga hasta corregir 
la inequitativa distribución de derechos 
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de propiedad que obra en perjuicio de las 
mujeres.

e)  Para beneficiar a las juventudes rurales 
de conformidad con el diagnóstico y 
priorización que realice el Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural en 
coordinación con el Ministerio de Igualdad 
y Equidad o quién haga sus veces.

La Agencia Nacional de Tierras (ANT) deberá 
administrar y reportar la información de los 
programas de acceso a tierras en el Observatorio 
de Tierras Rurales, con categorías específicas 
en titulaciones individuales a hombres rurales, 
titulaciones individuales a mujeres rurales, 
titulaciones individuales a juventudes rurales, a 
campesinos, y conjuntas y a víctimas del conflicto 
armado; ello para todos los procesos de acceso 
a tierras y de forma progresiva para titulaciones 
realizadas anteriormente.

Parágrafo. Cuando se trate de la negociación 
directa de predios para los fines previstos en este 
artículo, así como de su eventual expropiación, 
el ANT o quién haga sus veces se sujetará al 
procedimiento establecido en esta ley.

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 4° del 
Decreto número 902 de 2017, el cual quedará así:

Artículo 4°. Sujetos de acceso a tierra y 
formalización a título gratuito. Son sujetos de 
acceso a tierra y formalización a título gratuito 
los campesinos, campesinas, trabajadores, 
trabajadoras y las asociaciones con vocación 
agraria o las organizaciones cooperativas del sector 
solidario con vocación agraria y sin tierra o con 
tierra insuficiente, así como personas y comunidades 
que participen en programas de asentamiento y 
reasentamiento con el fin, entre otros, de proteger 
el medio ambiente, sustituir cultivos ilícitos y 
fortalecer la producción alimentaria, priorizando 
a la población rural victimizada, incluyendo sus 
asociaciones de víctimas, a juventudes rurales, 
las mujeres rurales, mujeres cabeza de familia 
y a la población desplazada, que cumplan 
concurrentemente los siguientes requisitos:

1.  No poseer un patrimonio neto que supere 
las mil trescientas sesenta y siete coma 
cincuenta y cuatro (1.367,54) Unidades 
de Valor Tributario (UVT) al momento 
de participar en el programa de acceso a 
tierras.

2.  No ser propietario de predios rurales y/o 
urbanos, excepto que se trate de predios 
destinados exclusivamente para vivienda 
rural o urbana, o que la propiedad que 
ostente no tenga condiciones físicas o 
jurídicas para la implementación de un 
proyecto productivo.

3. No haber sido beneficiario de algún 
programa de tierras, salvo que se demuestre 
que las extensiones de tierra a las que 
accedió son inferiores a una UAF.

4.  No ser requerido por las autoridades para el 
cumplimiento o estar cumpliendo una pena 
privativa intramural de la libertad impuesta 
mediante sentencia condenatoria en firme, 
sin perjuicio de los tratamientos penales 
diferenciados que extingan la acción penal 
o la ejecución de la pena.

5.  No haber sido declarado como ocupante 
indebido de tierras baldías o fiscales 
patrimoniales o no estar incurso en un 
procedimiento de esta naturaleza. En este 
último caso se suspenderá el ingreso al 
RESO hasta que finalice el procedimiento no 
declarando la indebida ocupación.

También serán sujetos de acceso a tierra y 
formalización a título gratuito quienes además de lo 
anterior, sean propietarios, poseedores u ocupantes 
despojados de su predio, y no clasifiquen como 
sujetos de restitución de tierras de conformidad con 
el artículo 75 de la Ley 1448 de 2011.

Parágrafo 1°. Las personas que a la fecha 
de entrada en vigencia del presente decreto ley 
hayan sido declaradas o pudieren declararse 
como ocupantes indebidos o estén incursas en 
procedimientos de esta naturaleza, que ostenten 
las condiciones socioeconómicas y personales 
señaladas en el presente artículo serán incluidas 
en el RESO siempre que suscriban con la autoridad 
competente un acuerdo de regularización de la 
ocupación que prevea como mínimo la progresiva 
adecuación de las actividades de aprovechamiento 
del predio a las normas ambientales pertinentes y 
la obligación de restituirlo, cuando hubiere lugar 
a ello, una vez se haya efectuado la respectiva 
reubicación o reasentamiento. Lo anterior sin 
perjuicio de la zonificación ambiental y el cierre de 
la frontera agrícola.

Los ocupantes indebidos en predios o territorios 
a los que se refiere el artículo 22 del presente decreto 
ley, serán incluidos en el RESO sin que se exija lo 
previsto en el inciso anterior.

Parágrafo 2°. Para efectos del ingreso al RESO a 
título gratuito de quienes tengan tierra insuficiente, 
al momento del cómputo del patrimonio neto, la 
Agencia Nacional de Tierras omitirá el valor de la 
tierra, siempre que se compruebe que la persona no 
tiene capacidad de pago.

Parágrafo 3°. Para efectos del ingreso al 
RESO a título gratuito, al momento del cómputo 
del patrimonio, la Agencia Nacional de Tierras 
podrá omitir el valor de la vivienda siempre que su 
estimación atienda los rangos para la vivienda de 
interés social o prioritaria, según corresponda, y 
siempre que se compruebe que la persona no tiene 
capacidad de pago.

Parágrafo 4°. Para que las cooperativas o 
asociaciones a las que se hace referencia en este 
artículo puedan ser sujetos de acceso a tierra o 
formalización, todos sus miembros deberán cumplir 
individualmente con las condiciones establecidas en 
el RESO.
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CAPÍTULO III
Medidas para promover la inclusión 
productiva de los jóvenes rurales

Artículo 8°. Proyectos productivos para las 
juventudes rurales. Se garantizará a las juventudes 
rurales las condiciones y oportunidades de 
participación en las políticas públicas, planes, 
programas y proyectos de desarrollo rural, 
propiciando su efectiva vinculación al desarrollo 
de la economía del sector rural. Los proyectos 
productivos para las juventudes rurales serán 
acordes a su plan de vida, promoverán actividades 
productivas tradicionales, e impulsarán actividades 
productivas innovadoras y viables técnica y 
financieramente que generen oportunidades de 
inclusión económica y social.

Se asegurará la financiación de los proyectos 
productivos para las juventudes rurales, además 
de la formación y capacitación laboral, y 
acompañamiento continúo que requieran para 
llevarlos a una ejecución exitosa en articulación con 
el Ministerio de Agricultura, Ministerio del Trabajo 
y el SENA. Los proyectos productivos propenderán 
a fortalecer las prácticas y saberes propios, las 
economías populares, propias e interculturales, 
y la instalación de capacidades locales, teniendo 
en cuenta las condiciones territoriales y vocación 
del suelo, ya sea dentro del marco de la economía 
de mercado o a través de modelos económicos 
alternativos que involucren nuevas formas de 
organización, producción, distribución, consumo e 
intercambio. También se reconocerá el derecho al 
ocio y al esparcimiento como un componente de las 
iniciativas dirigidas a las juventudes rurales.

De igual manera, las entidades públicas 
promoverán la constitución de veedurías ciudadanas 
que permitan la vigilancia y fiscalización de los 
recursos y actividades que se desarrollen dentro 
de los proyectos productivos para las juventudes 
rurales.

Parágrafo 1°. Las entidades encargadas de 
implementar y asignar los proyectos productivos 
que generen inclusión económica y social de las 
juventudes rurales, le darán prioridad a aquellas 
presentadas por jóvenes víctimas del conflicto 
armado, debidamente registrados en el Registro 
Único de Víctimas (RUV) que se encuentren 
ubicados en subregiones PDET y las Zonas Más 
Afectadas por el Conflicto Armado (ZOMAC).

Parágrafo 2°. El Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural a través de la Unidad de 
Planificación Rural Agropecuaria (UPRA) 
actualizará las plataformas o sistemas de registro 
que tenga la entidad con el objetivo de identificar 
a las juventudes rurales que desarrollen proyectos 
productivos en todo el territorio nacional.

Parágrafo 3°. El Gobierno nacional, a través 
del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 
desarrollará programas de educación para la 
inclusión económica y financiera, destinados a 
impulsar los proyectos productivos de la juventud 
rural.

Artículo 9°. Fomento a los proyectos sostenibles. 
El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
impulsará proyectos para las juventudes rurales 
que den respuesta a las necesidades de cada 
territorio, enmarcados en el principio de pertinencia, 
incluyendo los conceptos y prácticas de la agricultura 
campesina, étnica, familiar y comunitaria y la función 
social y ecológica de la propiedad. Estos proyectos 
podrán promover la sostenibilidad ambiental, 
la agroecología, el agroturismo, la soberanía 
alimentaria y el ocio. Asimismo, se fomentará el 
desarrollo de la agricultura regenerativa que aporte 
a la rehabilitación de los suelos y a la reversión del 
cambio climático.

Parágrafo. El Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural elaborará y difundirá ampliamente 
un informe sobre los resultados de los procesos de 
seguimiento y monitoreo de los proyectos dirigidos 
a la juventud rural, así como un balance de las 
experiencias obtenidas con una periodicidad de dos 
(2) años.

Artículo 10. Asociatividad de las juventudes 
rurales. El Gobierno nacional y las entidades 
territoriales, promoverán y fortalecerán los 
procesos organizativos y la asociatividad de 
las juventudes rurales, dirigiendo su oferta 
institucional y garantizando su participación en 
proyectos productivos, comunitarios, sociales, 
ambientales y/o culturales. Con este fin, podrán 
brindar apoyo técnico, financiero e insumos a las 
unidades productivas colectivas y comunitarias 
donde participen juventudes rurales, procurando 
impulsar los procesos organizativos que faciliten 
la coordinación y participación de los distintos 
actores que hacen parte de las cadenas productivas, 
fomentando las Asociaciones de Iniciativas Público-
Populares y el fortalecimiento de los comités 
juveniles en las Juntas de Acción Comunal.

Artículo 11. Trazador presupuestal de juventudes 
rurales. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
y el Departamento Nacional de Planeación definirá 
un trazador presupuestal de juventudes, con el fin 
de que las entidades que conforman el Presupuesto 
General de la Nación identifiquen las asignaciones 
presupuestales para la referida finalidad, preparen y 
presenten anualmente un informe de los recursos y los 
resultados obtenidos en la vigencia inmediatamente 
anterior, así como de los recursos apropiados para la 
vigencia en curso.

El informe mencionado en el inciso anterior 
deberá presentarse y socializarse a más tardar en 
el mes de abril ante las comisiones económicas 
y quintas constitucionales del Congreso de la 
República. En la elaboración del Plan Operativo 
Anual de Inversiones que prioriza el Departamento 
Nacional de Planeación, se identificarán los 
proyectos de inversión que dispondrán del trazador 
presupuestal a que hace referencia el inciso anterior.

Dentro del trazador de juventudes se deberá 
incluir un marcador especial de juventudes rurales 
que permita identificar las principales apropiaciones 
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e inversiones destinadas a las juventudes rurales, 
enmarcado en el desarrollo del artículo 361 sobre 
Metodología para la creación e implementación de 
trazadores presupuestales de la Ley 2294 del 2023.

Para su implementación se priorizarán los 
territorios con Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial (PDET) y las Zonas Más Afectadas por el 
Conflicto Armado (ZOMAC).

Artículo 12. Divulgación, capacitación y 
racionalización de trámites. Las entidades que 
desarrollan políticas públicas, estrategias, planes, 
programas, proyectos y administran fondos 
orientados al sector rural, deberán garantizar el 
acceso efectivo de las juventudes rurales a su 
oferta institucional, a través de la divulgación y 
capacitación por medios idóneos y flexibles.

Además, brindarán acompañamiento técnico 
en todas las fases de los procesos, garantizando su 
seguimiento y evaluación, así como la aplicación 
de la ley 2052 de 2020, sobre racionalización de 
trámites, o la norma que haga sus veces.

Artículo 13. Acceso a productos financieros. Las 
juventudes rurales tendrán acceso a las garantías 
dadas por el Fondo Agropecuario de Garantías 
(FAG), para respaldar los créditos relacionados 
con las actividades productivas rurales, siempre 
que cumplan las condiciones establecidas en el 
reglamento operativo del fondo.

Adicional a lo anterior, el Gobierno nacional 
podrá diseñar y adoptar líneas especiales de crédito 
para las juventudes rurales, destinadas al subsidio 
de la tasa de interés de los créditos del Sistema 
Nacional de Crédito Agropecuario.

Artículo 14. Gobernanza juvenil del territorio. 
El Gobierno garantizará la participación, la 
concertación y el diálogo social con las juventudes 
que hacen parte de los territorios.

Artículo 15. Promoción de la Innovación, 
el Emprendimiento, el desarrollo y las redes de 
comercialización y el uso de las Tecnologías de 
la Información y la Comunicación (TIC), para 
las juventudes rurales. El Gobierno nacional y las 
entidades territoriales promoverán la Innovación, 
el Emprendimiento, el desarrollo y las redes de 
comercialización y el uso de las Tecnologías de 
la Información y la Comunicación (TIC), para 
las juventudes rurales en el Sector Agropecuario 
mediante:

• Programas conjuntos entre el Ministerio 
de Ciencia, Tecnología e Innovación, el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural y el Servicio Nacional de Aprendizaje 
(SENA), para apoyar sistemas de innovación 
agropecuaria que integren investigación, 
tecnología y participación de las juventudes 
rurales. Además, se enfocarán en mejorar la 
conectividad digital en las áreas rurales.

• Diseñar e implementar programas 
de formación en emprendimiento y 
comercialización para juventudes rurales, con 

participación de las entidades de educación 
superior pertinentes y el fomento de creación 
de plataformas digitales que permitan a los 
jóvenes rurales facilitar la comercialización 
de sus productos y servicios con mercados 
nacionales.

• La promoción de programas de formación 
en competencias digitales y tecnológicas, 
adaptados a las necesidades y características 
de las juventudes rurales, con el objetivo 
de capacitarlos para utilizar las TIC en sus 
proyectos productivos.

• Establecer sistemas de seguimiento y 
evaluación para medir el impacto y el 
cumplimiento de las metas, de los objetivos 
y de los proyectos productivos liderados por 
las juventudes rurales.

Artículo 16. Arraigo cultural. A partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley se autoriza al 
Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes 
o a quien haga sus veces, para que, junto con las 
entidades territoriales, crearán y podrán a disposición 
de los jóvenes, nuevos programas que fortalezcan el 
arraigo cultural de la juventud rural a su territorio, 
desde una pedagogía que vincule la Cultura de Paz 
y la apropiación de la Reforma Rural Integral. Así 
mismo, trabajará en territorializar la oferta cultural 
y artística ya existente dirigiéndola a las juventudes 
rurales en sus territorios.

Artículo Nuevo. Formación Técnica educación 
en las juventudes rurales. El Ministerio del Trabajo 
en articulación con el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural y el SENA, creará programas de 
formación V capacitación técnica. Los programas 
técnicos deberán contar con desarrollos formativos 
dirigidos exclusivamente para fortalecer los saberes 
y las prácticas de las economías populares del sector 
rural, con el fin impulsar las actividades productivas.

Parágrafo. El Ministerio del Trabajo en 
articulación con el Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural y el SENA, dentro del año 
siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley 
realizará las respectivas gestiones para desarrollar 
los programas de formación y capacitación técnica 
en las juventudes rurales a las que hace referencia el 
artículo 8° de la presente ley.

Artículo Nuevo. Porcentaje destinado a 
la contratación juvenil rural en los proyectos 
productivos. Se deberá destinar un porcentaje, del 
que indica el literal a) del artículo 7° de la Ley 2046 
de 2020 para contratar con juventudes rurales que 
desarrollen proyectos productivos entre los 15 y 28 
años. Este porcentaje será reglamentado a través del 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.

Parágrafo. Para la contratación de menores de 
edad de las juventudes rurales entre los 15 y 17 
años requieren la respectiva autorización expedida 
por el Inspector de Trabajo o, en su defecto, por el 
Ente Territorial Local y gozarán de las protecciones 
laborales consagrados en el régimen laboral 
colombiano, las normas que lo complementan, los 
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tratados y convenios internacionales ratificados por 
Colombia, la Constitución Política y los derechos 
y garantías consagrados en el artículo 35 de la Ley 
1098 de 2006.

Artículo Nuevo. Las autoridades competentes, 
del nivel territorial y del nivel nacional, proveerán 
mecanismos de asesoría, representación y formación 
especial a jóvenes rurales, en pro de la superación 
de las barreras que les dificultan la asignación, 
reconocimiento y protección de sus derechos sobre 
la tierra.

Artículo Nuevo. El Gobierno garantizará la 
inclusión de las juventudes rurales en el Sistema 
Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural, 
facilitando su acceso a la tierra y a proyectos 
productivos acordes a su plan de vida, teniendo 
en cuenta el Marco Fiscal de Mediano Plazo y las 
Proyecciones de Gastos de mediano plazo de todos 
los sectores involucrados en su ejecución.

Artículo 17. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga las 
normas que le sean contrarias.

Bogotá, D. C., agosto 22 de 2024
En Sesión Plenaria Ordinaria del 31 de julio 

de 2024, fue aprobado en Segundo Debate, con 
modificaciones, el Texto Definitivo del Proyecto 
de Ley número 252 de 2023 Cámara, por medio 
de la cual se incluye a las juventudes rurales en el 
sistema nacional de reforma agraria y desarrollo 
rural, se garantiza su acceso a la tierra, a proyectos 
productivos, a formación académica y técnica, y se 
dictan otras disposiciones. Esto con el fin, que el 
citado proyecto siga su curso legal y reglamentario, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 183 
de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en Acta de Sesión 
Plenaria Ordinaria número 160 de julio 31 de 2024, 
previo su anuncio en Sesión Plenaria Ordinaria del 
30 de julio de 2024, correspondiente al Acta número 
159.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 319 DE 2023 CÁMARA

por medio de la cual se establece el programa 
escuela del café y se dictan otras disposiciones”.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. La presente ley busca establecer 
medidas para contribuir con la mejora y desarrollo 
del cultivo y producción cafetera, mediante la 
implementación del programa Escuela del Café 
en los departamentos con vocación cafetera y 
su articulación con las Escuelas Nacionales de 
la Calidad del Café entre otros programas y así 
promover el relevo generacional de cultivadores 
y productores de café del país, la innovación, el 
emprendimiento y la producción de cafés y/o cafés 
especiales.

Artículo 2°. Definición “Programa Escuela del 
Café”. El programa Escuela del Café se refiere al 
proceso mediante el cual se brindan conocimientos, 
formación, herramientas y acceso a tecnologías e 
innovación en temas de análisis físico y sensorial 
del café, procesos de trilla, catación, tostión y 
barismo, preparación de filtrados, buenas prácticas 
agrícolas, fortalecimiento organizacional, gestión 
empresarial cafetera, marketing, finanzas, desarrollo 
de marcas de café, procesos de comercialización 
de café, establecimiento de café de alta calidad, 
y desarrollado de iniciativas de innovación y 
emprendimiento en el sector cafetero, que podrá 
incluir la producción de cafés especiales.

Dentro de su implementación se busca impulsar la 
articulación de estrategias pedagógicas, productivas 
y emprendedoras, a fin de vincular a la comunidad, 
especialmente la educativa y caficultora, en el 
diseño e implementación de estrategias que faciliten 
el acceso a procesos de formación y mejora de 
calidad, innovación, así como el adecuado ejercicio 
de prácticas productivas, ambientales y sostenibles 
en el sector cafetero.

Así mismo, busca vincular a los niños, niñas, 
adolescentes y a los jóvenes de los departamentos con 
vocación cafetera, en especial de las zonas rurales, 
en la formación de conocimiento y capacidades 
en temas de cultura del café, tales como cosecha, 
producción, manejo y financiación de este, entre 
otros, a fin de promover el relevo generacional de la 
actividad y preservar esta tradición de nuestro país; 
al igual que promover competencias y actitudes 
emprendedoras y empresariales alrededor de la 
caficultura.

Artículo 3°. El Ministerio de Educación 
Nacional en coordinación con el Servicio Nacional 
de Aprendizaje (SENA), diseñarán y definirán el 
pensum académico, metodología, y demás aspectos 
que se consideren necesarios para la implementación 
del Programa Escuela de Café, para lo cual podrán 
contar con el apoyo de las Universidades Públicas 
del país.
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A través del programa se brindarán, entre 
otras, herramientas teórico - prácticas en temas 
de producción de cafés de alta calidad, análisis de 
café, técnicas de preparación y método de filtrado, 
innovación, emprendimiento y producción de cafés 
y/o cafés especiales, y demás temáticas referentes 
a una producción cafetera de calidad. Así mismo, 
promoverá los beneficios de realizar una explotación 
sostenible de los recursos existentes en torno a la 
producción de café y de aprovechar los subproductos 
del grano de café, para así contribuir en parte a la 
reducción de la contaminación ambiental.

Parágrafo 1°. El Servicio Nacional de Aprendizaje 
(SENA), será el encargado de la oferta del Programa 
Escuela del Café, el cual podrá llevarse a cabo de 
manera presencial o virtual.

Parágrafo 2°. El Ministerio de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones y la Agencia 
Nacional Digital acompañarán técnicamente al 
Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA) en el 
diseño de herramientas digitales que apoyen los 
procesos de formación del Programa Escuela del 
Café, a fin de garantizar su acceso en igualdad de 
condiciones para toda la población.

Se promoverá el uso de tecnologías para el 
mejor aprovechamiento de técnicas en el cultivo, 
producción y comercialización del café, herramientas 
de gestión digital, análisis de datos y automatización 
de procesos.

Parágrafo 3°. Las entidades estatales encargadas 
de diseñar e implementar la oferta del programa 
Escuela del Café, tendrán como prioridad en la 
elaboración de la oferta las necesidades de las 
asociaciones cafeteras conformadas que incluyan 
dentro de sus asociados mujeres, víctimas del 
conflicto armado, campesinos, desmovilizados 
o grupos étnicos, y comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueras ubicadas en 
los departamentos con vocación cafetera.

Parágrafo 4°. El Ministerio de Ciencia, 
Tecnología e Innovación acompañará técnicamente 
al Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA) en el 
diseño de procesos de innovación e industrialización 
que apoyen el desarrollo de cultivos de café con el 
objetivo de tener cultivos más competitivos a nivel 
mundial.

Artículo 4°. Para el diseño e implementación 
del Programa Escuela de Café dirigido a la niñez 
y juventudes de los departamentos con vocación 
cafetera, los establecimientos educativos, en el 
marco de su autonomía, podrán incluir en sus 
Proyectos Educativos Institucionales (PEI) las 
temáticas, metodología y los demás aspectos 
teóricos, históricos y técnicos de la producción de 
café, que han de ser tenidas en cuenta.

Parágrafo. El Ministerio de Educación Nacional, 
en coordinación con las entidades territoriales 
certificadas, capacitará a los docentes de los 
establecimientos educativos, con el fin de garantizar 
la efectiva implementación del Programa Escuela 
del Café.

Artículo 5°. El Gobierno nacional desarrollará 
estrategias para promover el acceso efectivo al 
programa Escuela de Café.

Parágrafo 1°. Para el desarrollo de las estrategias 
de las que trata la presente ley, se dará prioridad a 
las organizaciones productoras de café ubicadas 
en los departamentos con vocación cafetera, 
conformadas por mujeres, población de víctimas 
del conflicto armando, campesinos, grupos étnicos 
o desmovilizados.

Parágrafo 2°. El Gobierno nacional, a través 
del Ministerio de Educación implementará un 
sistema de evaluación anual para medir el impacto 
del programa en la formación cafetera y el relevo 
generacional de la actividad.

Artículo 6°. El Gobierno nacional, coordinará 
con los distintos actores sociales del sector cafetero, 
el Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA) y los 
entes departamentales, municipales y distritales, el 
diseño e implementación de medidas encaminadas 
al fortalecimiento y financiamiento del programa 
Escuela de Café.

Así mismo, el Gobierno nacional estará autorizado 
para que, de conformidad con los criterios de 
concurrencia, complementariedad y subsidiariedad, 
asigne en el Presupuesto General de la Nación e 
impulse a través del Sistema de cofinanciación, las 
partidas presupuestales requeridas para adelantar las 
acciones y obras de infraestructura necesarias para 
implementar el Programa Escuela de Café.

Parágrafo. El programa podrá recibir aportes o 
contribuciones de personas naturales o jurídicas y 
de organismos nacionales e internacionales que así 
lo dispongan.

Artículo 7°. El Gobierno nacional reglamentará 
lo pertinente para dar cumplimiento a lo dispuesto 
en la presente ley, dentro de los seis (6) meses 
siguientes a su promulgación.

Parágrafo. Durante el proceso de reglamentación, 
el Gobierno nacional realizará consultas con los 
actores del sector cafetero, incluidas asociaciones de 
productores, cooperativas y entidades académicas, 
para garantizar que la reglamentación del Programa 
Escuela de Café refleje las necesidades y expectativas 
del sector.

Artículo 8º. El Servicio Nacional de Aprendizaje 
(SENA) en coordinación con los entes territoriales, 
adelantará jornadas de sensibilización y promoción 
de los programas de formación ya existentes en 
temas de café, y promoverá la capacitación efectiva 
principalmente en las zonas rurales de difícil acceso.

Artículo 9º. El Programa Escuela del Café 
tendrá un especial énfasis en el fortalecimiento 
de capacidades para la creación y consolidación 
de emprendimientos en temas de café. Para tales 
fines, adelantará acciones de articulación y apoyo 
a través de convenios con el sector privado y 
organismos internacionales.

Artículo Nuevo. El Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural, en el término de un año, 
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implementará un programa orientado a fortalecer 
la asociatividad de los nuevos cultivadores y 
productores de café, vinculados al “Programa Escuela 
del Café”, con miras a mejorar su comercialización, 
competitividad y sostenibilidad con economías de 
escala, además de los productos derivados del café 
para el consumo a nivel nacional y su exportación.

Artículo 10. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

Bogotá, D. C., agosto 23 de 2024
En Sesión Plenaria Ordinaria del 15 de agosto 

de 2024, fue aprobado en Segundo Debate, con 
modificaciones, el Texto Definitivo del Proyecto 
de Ley número 319 de 2023 Cámara, por medio de 
la cual se establece el programa escuela del café y 
se dictan otras disposiciones. Esto con el fin, que el 
citado proyecto siga su curso legal y reglamentario, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 183 
de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en Acta de Sesión 
Plenaria Ordinaria número 164 de agosto 15 de 
2024, previo su anuncio en Sesión Plenaria Ordinaria 
del 14 de agosto de 2024, correspondiente al Acta 
número 163.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 374 DE 2023 CÁMARA

por medio del cual se crea el fondo del 
emprendimiento de cafés especiales para el 

impulso del sector caficultor en todo el territorio 
nacional y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. Créase el Fondo del 
Emprendimiento de Cafés Especiales, para 
promover, impulsar y apoyar a este sector en todo el 
territorio nacional, con el otorgamiento de incentivos, 
estímulos, asesoría técnica y acompañamiento para 

fomentar la transformación y generación de valor 
agregado y la creación de negocios que conduzcan 
a un mayor consumo de café de calidad de nuestro 
país.

Artículo 2°. Naturaleza Jurídica. El Fondo del 
Emprendimiento de Cafés Especiales funcionará 
como una cuenta especial, sin personería jurídica 
adscrita al Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo y será administrada por este Ministerio 
mediante contrato celebrado con la Federación 
Nacional de Cafeteros.

Artículo 3°. Beneficiarios del Fondo. Serán 
beneficiarios del Fondo de que trata la presente ley, 
las personas naturales y jurídicas domiciliadas en el 
país, que tenga como objeto la generación de valor 
agregado y la creación de negocios para el consumo 
del café de nuestro país. El fondo priorizará a 
las juventudes rurales para el empalme y relevo 
generacional y a las madres cabeza de hogar en todo 
el territorio nacional, así como la generación de 
empleo formal.

Artículo 4°. Patrimonio y Fuentes de Financiación. 
El patrimonio del Fondo del Emprendimiento de 
Cafés Especiales estará constituido por:

1. Aportes del Presupuesto General de la 
Nación.

2. Los recursos que aporten las entidades 
públicas o personas naturales o jurídicas 
de derecho privado, de acuerdo con los 
convenios que se celebren al respecto.

3. Las donaciones o aportes voluntarios 
de organizaciones internacionales o 
nacionales, particulares u organizaciones no 
gubernamentales.

4. Recursos de creación de empresas 
agropecuarios acorde lo establecido en el 
artículo 49 de la Ley 101 de 1993.

5. Recursos de creación de empresas y extensión 
agropecuaria acorde a las funciones de la 
Agencia de Desarrollo Rural.

6. Los rendimientos financieros que genere el 
fondo.

7. Recursos de cofinanciación de proyectos 
que podrán ser de INNPULSA, el Fondo 
Emprender y cualquier otro Fondo que esté 
dentro de la cadena de valor del café y pueda 
legalmente apoyar esos proyectos.

8. Otros recursos que legalmente puedan 
ingresar al Fondo.

Artículo 5°. Creación del Consejo Directivo. El 
Fondo contará con un Consejo Directivo, encargado 
de definir las políticas y lineamientos estratégicos.

Este Consejo estará integrado por:
1. El Ministro(a) de Agricultura y Desarrollo 

Rural o su delegado, quien lo presidirá.
2. El Ministro(a) del Ministerio de Comercio, 

Industria y Turismo o a quien delegue.
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3. Dos representantes del sector de 
emprendimientos de cafés especiales, de los 
que al menos uno (1) debe ser mujer.

4. Un Representante de INNPULSA.
5. Un representante del Servicio Nacional de 

Aprendizaje SENA.
6. Un representante de la Federación Nacional 

de Cafeteros de Colombia.
7. Una representante de las mujeres rurales, 

según artículo 20 de la Ley 731 de 2002.
8. Un representante de la Comisión Mixta 

Nacional para asuntos campesinos.
9. Un representante de PROCOLOMBIA.
Parágrafo 1°. El consejo tendrá un 

acompañamiento de una secretaria técnica para su 
operación y será elegida conforme al reglamento 
expedido para este fondo.

Parágrafo 2°. Los integrantes del Comité 
Directivo podrán delegar su asistencia únicamente 
en los Viceministros o Directores de los Ministerios 
del Departamento Administrativo.

Parágrafo 3°. Los representantes del sector de 
productores de cafés especiales serán elegidos acorde 
al Registro Único Nacional de Cafés Especiales.

Artículo 6°. Competencias y Funciones del 
Consejo Directivo. El Consejo Directivo tendrá las 
siguientes funciones:

1. Definir las políticas y lineamientos para el 
manejo del Fondo del Emprendimiento de 
Cafés Especiales.

2. Emitir el reglamento operativo de este fondo 
y los mecanismos que se implementen para 
su funcionamiento.

3. Elegir una secretaria técnica.
4. Aprobar el plan anual de actividades y 

presupuesto del Fondo.
5. Establecer los criterios y requisitos para la 

selección de beneficiarios.
6. Supervisar la ejecución de los programas y 

proyectos financiados por el Fondo.
7. Evaluar el impacto de las iniciativas 

apoyadas por el Fondo.
8. Emitir recomendaciones para mejorar la 

operación del Fondo.
9. Aprobar los lineamientos para la promoción 

y comercialización de los cafés especiales en 
el mercado nacional e internacional.

10. Establecer los mecanismos de seguimiento 
y control para asegurar el buen uso de los 
recursos del Fondo.

11. Coordinar con otras entidades públicas 
y privadas, nacionales e internacionales, 
para la ejecución de proyectos conjuntos 
que beneficien el sector caficultor en cafés 
especiales.

12. Publicar periódicamente la asignación y el 
monto de estos recursos con sus respectivos 
beneficiarios y los criterios aplicados.

Parágrafo. En el ejercicio de las funciones aquí 
indicadas se podrán tener en cuenta dentro de los 
beneficiarios a focalizar, segmentos de población 
vulnerable y de especial inclusión sujetos en todo 
caso a los criterios de sostenibilidad y de costo 
beneficio.

Artículo 7°. Reglamentación. El Gobierno 
nacional en cabeza del Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo reglamentará el funcionamiento 
y financiación del Fondo del Emprendimiento de 
Cafés Especiales dentro de los 6 meses siguientes a 
la entrada en vigencia de la presente ley, definiendo, 
entre otros aspectos necesarios para tal efecto, 
sus funciones, requisitos para acceso a programas 
de fortalecimiento, estímulo y asesoría a los 
emprendedores, calidad de los recursos y rubros 
financiables.

Parágrafo 1°. El Servicio Nacional de Aprendizaje 
(SENA), mediante los programas de emprendimiento 
e innovación (SENNOVA), acompañará la ruta de 
creación de emprendimientos, fortalecimiento y 
crecimiento empresarial para los caficultores que 
sean beneficiarios.

Parágrafo 2°. INNpulsa Colombia mediante 
los programas de fomento al emprendimiento 
e innovación empresarial, educación financiera 
y tecnificación acompañará con la ruta de 
fortalecimiento y aceleración empresarial.

Artículo 8°. Promoción internacional de cafés 
especiales. El Ministerio de Comercio, Industria 
y Turismo, en coordinación con la Federación 
Nacional de Cafeteros y PROCOLOMBIA, diseñará 
y ejecutará una estrategia de promoción nacional e 
internacional de los cafés especiales colombianos, 
con el fin de incrementar el consumo de café 
colombiano de calidad, llegar a nuevos mercados y 
posicionar a Colombia como un referente mundial 
en la producción de cafés especiales.

Esta estrategia incluirá la participación en ferias 
y eventos internacionales, misiones comerciales, 
ruedas de negocios, campañas de promoción y otras 
actividades que promuevan el reconocimiento y 
consumo de los cafés. especiales colombianos en el 
exterior.

Artículo Nuevo. Crease el sello “Café Origen 
de Paz”, un distintivo para las marcas de café 
originarias de fincas, cooperativas, cultivos o 
regiones que cultivan café en sustitución a antiguos 
cultivos ilícitos.

Parágrafo 1°. El Gobierno nacional en cabeza del 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo tendrá 
seis (6) meses contados a partir de la promulgación de 
la ley para la creación del sello y su reglamentación.

Artículo Nuevo. El Gobierno nacional en cabeza 
del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 
en un término de seis (6) meses de entrada en 
vigencia de la ley, creará el Registro Único Nacional 
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para Cafés Especiales de origen Colombiano y se 
encargará de realizar su reglamentación.

Artículo Nuevo. Impulso al consumo de cafés 
especiales. El Gobierno nacional en cabeza del 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 
definirá y ejecutará una estrategia integral para 
fortalecer e incentivar el consumo de cafés 
especiales a nivel nacional. Esta estrategia incluirá, 
entre otras acciones, la posibilidad de que todas 
las entidades públicas, en sus diferentes niveles y 
dependencias, ofrezcan y promueven el consumo 
de cafés especiales en sus instalaciones y eventos 
oficiales. Para la implementación de esta medida, se 
considerarán los siguientes aspectos:

a) Se realizarán campañas de sensibilización 
y educación sobre los beneficios y 
características de los cafés especiales 
dirigidas tanto a los empleados públicos 
como a la ciudadanía en general.

b) Las entidades públicas estarán facultadas para 
adquirir cafés especiales, prioritariamente 
de productores locales, y asegurarse de que 
estén disponibles en todas sus instalaciones, 
así como en eventos y reuniones oficiales.

c) Se fomentará la colaboración con pequeños 
y medianos productores de café especial para 
asegurar una oferta continua y de calidad, 
promoviendo así el desarrollo sostenible de 
las comunidades cafetaleras.

d) Se llevará a cabo un monitoreo continuo 
de la implementación de esta estrategia 
para evaluar su impacto y hacer los ajustes 
necesarios para maximizar sus beneficios.

Artículo Nuevo. Seguimiento y evaluación. El 
Gobierno nacional diseñará e implementará un plan 
de seguimiento sobre la eficacia de las medidas de las 
que trata la presente ley. Asimismo, corresponderá 
a las entidades públicas con competencias en la 
implementación de esta ley, incluir en su informe 
anual al Congreso de la República de Colombia 
un apartado sobre la ejecución de las acciones de 
las que trata la ley, los recursos ejecutados y los 
alcances logrados.

Artículo 9°. Vigencia y derogatoria. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su promulgación y 
deroga todas las disposiciones que y sean contrarias.

Bogotá, D.C., agosto 9 de 2024
En Sesión Plenaria Ordinaria del 31 de julio 

de 2024, fue aprobado en Segundo Debate, con 
modificaciones, el Texto Definitivo del Proyecto de 
Ley número 374 de 2024 Cámara, por medio del 

cual se crea el fondo del emprendimiento de cafés 
especiales para el impulso del sector caficultor 
en todo el territorio nacional y se dictan otras 
disposiciones. Esto con el fin, que el citado proyecto 
siga su curso legal y reglamentario, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 183 de la Ley 5ª de 
1992.

Lo anterior, según consta en Acta de Sesión 
Plenaria Ordinaria número 160 de julio 31 de 2024, 
previo su anuncio en Sesión Plenaria Ordinaria del 
30 de julio de 2024, correspondiente al Acta número 
159.
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